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INTRODUCCIÓN

La figura del juez ha sido caracterizada en términos de autoridad,

conocimientos, racionalidad, honorabilidad y capacidad de toma de

decisiones justas, con estas características es que el mismo sirve a la

idea de proceso. La finalidad del proceso puede ser la de solucionar

controversias entre dos partes, sin embargo, para que esta determinación

sea correcta y adecuada, ya sea en términos de justicia o de efectiva

solución del litigio, tienen que converger un sinnúmero de elementos que

han sido objeto de estudio de la teoría general del proceso y de otras

disciplinas jurídicas.

Teniendo en cuenta el gran acto de poder que implica dictar una

sentencia, que involucra la capacidad de modificar la situación jurídica del

ser humano tocándolo en sus aspectos más importantes como persona y

como miembro de una sociedad, nace el interés por el estudio de los

estándares de prueba. Estos son entendidos como parámetros que

propenden por la racionalización de las decisiones judiciales en la medida

en que se considera este proceso como fundamental para la concreción

de los derechos del ciudadano.

En especial, el interés se centra en el concepto “Más Allá de Toda Duda

Razonable” en la medida en que se entiende como un terreno

mayormente inexplorado (en especial por la doctrina colombiana), por

ende todos los esfuerzos que se realicen en su estudio, por parte de los

jueces y en la misma academia, solo pueden redundar en crear un

ambiente reflexivo sobre la aplicación del mismo.

El objetivo general de esta monografía es entonces, acercarse al estado

actual de la discusión sobre el tema del estándar de valoración de prueba

conocido como “Más Allá de Toda Duda Razonable” ó “Beyond All

Reasonable Doubt”, determinando las características especiales que
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revisten a este concepto, analizando la posición que este ocupa dentro de

la teoría general del proceso e identificando los principales puntos críticos

que presenta la aplicación de dicho estándar de prueba en el marco del

proceso jurisdiccional.

Se resalta la pertinencia de realizar, de la misma manera, un recorrido

también, por los diferentes estándares de prueba para así lograr un

acercamiento a la manera en que estos funcionan y encontrar las

principales similitudes y diferencias que existen entre estos y el estándar

“Mas Allá de Toda Duda Razonable” o “Behind All Reasonable Doubt”

En el marco del proceso Colombiano específicamente, se preocupará

este texto por tratar de determinar que implicaciones tuvo la mención de

la expresión “Duda Razonable” en la ley 906 de 2004, por medio de la

cual se expidió el Código de Procedimiento Penal, que en este momento

rige en el país. Se quiere indagar si efectivamente la mención del

concepto, como tal, establece algo similar o cercano al estándar de

valoración de prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable”.

Los jueces en Colombia, como se muestra en el trabajo que hace la

doctora Mónica Bustamante1, han visto el estándar “Más Allá de Toda

Duda Razonable” simplemente como una expresión que es ampliamente

utilizada por los mismos en su práctica jurídica, sin embargo, no alcanzan

estos a tener una imagen omnicomprensiva de qué significa el concepto y

desconocen las implicaciones de entenderlo como un verdadero estándar

de prueba2. Es entonces, este uso irreflexivo, motivo para abordar el tema

debido a que se considera, que el estudio del mismo, puede tener

además la suerte de ser interesante y aclarador también para un operador

jurídico.

1 Entre otras cuestiones, la doctora Bustamante, realizó una encuesta, con ocasión de
este trabajo,  a los funcionarios judiciales, diseñada con 55 preguntas orientadas a
detectar el grado de conocimiento y de aplicación que los jueces de la ciudad de
Medellín le dan a la teoría de la probabilidad y la duda razonable.

2 BUSTAMANTE RÚA, Mónica María, La relación del estándar de prueba de la duda
razonable y la presunción de inocencia desde el garantismo procesal en el proceso penal
colombiano, En: Opinión Jurídica, Universidad de Medellín. Medellín, (2010); p. 78- 80.
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1. RELACIÓN ENTRE LA CIENCIA Y EL PROCESO. BUSQUEDA
DE LA VERDAD

La actividad de probar las hipótesis, hechos, sucesos etc.  no es exclusiva

ni básica de la actividad del operador jurídico, esta hace parte

fundamental de la mayoría de la actividades que un hombre realiza en su

vida diaria, forma parte de los pasos propios del método diseñado por el

hombre para generar conocimiento referido a cualquier fenómeno, sea

social, natural, físico, químico, geológico, matemático etc. Esta manera

especial de acercarse al mundo y lo que en el sucede, se rige por unas

normas, algunas veces implícitas y conferidas por la razón y otras veces

explicitas y propias de alguna técnica.

El proceso jurisdiccional es uno de los puntos de partida más importantes

del estudio del derecho, y es la caracterización del mismo como el

mecanismo por medio del cual un conflicto intersubjetivo de intereses es

resuelto, la que deja entrever que la pugna de las opiniones y visiones

enfrentadas es la génesis del proceso. El juez sin embargo, como antes

se había señalado no puede acceder a conocer estas visiones y

posiciones sino por medio de las pruebas, enlazando la actividad de

probar directamente con la posibilidad de resolver correcta y justamente

un litigio.

En palabras del doctrinante del derecho Francesco Carnelutti, “El juez

está en un minúsculo cerco de luces, fuera del cual todo es tinieblas:

detrás de él, el enigma del pasado, delante el enigma del futuro. Ese

minúsculo cerco es la prueba”3 ; la prueba es además entendida por

Carnelutti como la base, no solo de la actividad procesal, sino del mismo

juicio humano, de la lógica y de la razón que puede existir en cualquiera

de las decisiones tomadas por el hombre.

3 CARNELUTTI, Francesco. La prueba civil. 2da Edición. Buenos Aires: Ed. Depalma,
2000.
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Por otro lado, los estándares de prueba consisten, para muchos,

básicamente, en métodos, herramientas o medios para encontrar lo que,

se supone para ellos, es el fin del proceso: la búsqueda de la verdad.

Esta afirmación necesita ser explicada. La discusión histórica frente al fin

del proceso judicial siempre se ha enfocado en dos vertientes: quienes

opinan que el fin del proceso es simplemente la resolución de conflictos

entre dos o más partes, ó quienes opinan que, por el contrario, la finalidad

del proceso es la búsqueda de la verdad para el logro de una resolución

“justa” al interior del mismo. Estas discusiones son necesarias para el

desarrollo del tema de los estándares de prueba pues, en principio, estos

no tendrían una verdadera relevancia en el proceso, en la medida en que

se acoja la concepción que señala que el fin del proceso es la simple

resolución de los conflictos.

Si en un proceso judicial, lo único que importa a las partes ó a la misma

sociedad, es que este funja como un mecanismo para dar fin a los

conflictos originados entre dos o más partes, sin importar la calidad, la

proporcionalidad, razonabilidad o exactitud de la decisión, y a quien

favoreció, entonces el uso de estándares probatorios, que determinen las

herramientas y esquemas en los que se basó el  juez para tomar  la

determinación de favorecer a alguien y correlativamente, afectar a  su

contraparte, no tiene ninguna relevancia pues el objeto del proceso será

finalizar con una controversia, sin preguntarse el porqué de dicha

actuación.

Sin embargo, en la actualidad es claro que esta visión instrumentalista de

los fines del proceso judicial, ha sido relegada por la corriente que

considera que el mismo siempre debe involucrar la toma de decisiones

“justas” -o lo más cercano a ser  justas- y que por lo mismo, la finalidad

del proceso no ha de ser otra que la búsqueda de la verdad y si se quiere,

por medio de esta, hacer justicia en la toma de decisiones judiciales. En

este sentido el conocimiento de los hechos es un requisito necesario para

que la sentencia sea justa y correcta en términos de aplicación de la ley,

aunque como lo han advertido muchos estudiosos del tema, no se puede
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asegurar que sea suficiente para la toma de una decisión que goce

plenamente de las características anteriormente mencionadas, se puede

decir que, en este sentido, la prueba también en gran parte legitima la

decisión tomada por el juez.

Aunque de alguna manera es posible sostener que el proceso judicial está

orientado a la solución de controversias, los principios de legalidad y de

justicia que actualmente rigen los ordenamientos procesales

evolucionados (y que rigen también en el ordenamiento procesal

colombiano, por ejemplo), exigen de manera estricta que las controversias

se resuelvan con decisiones que pugnen por la justicia, y se entiende que

estas no se pueden obtener sino a partir de la búsqueda de la verdad.

Es a partir de esta discusión, que surge el objetivo de lograr establecer

una relación entre el proceso y la ciencia. El profesor Michele Taruffo

afirma que existe una relación profunda entre estos dos conceptos, si se

entiende que ambos buscan un objetivo común: la investigación de la

verdad4.

Es pertinente considerar entonces, que el proceso judicial se nutre de la

ciencia. Esto si es que se entiende que la finalidad del proceso es la

búsqueda de la verdad, como lo indica Jerry Wrobleski, autor que

defiende una concepción legal- racional de la decisión judicial, en otras

palabras, explica que una reconstrucción verídica de los hechos de la

causa, es una condición necesaria de la justicia y legalidad de una

decisión. Aunque entre la ciencia y el proceso hay diferencias

sustanciales profundas (basta simplemente establecer que el último solo

cuenta con conjuntos limitados de enunciados relativos y circunstancias

de hecho particulares y determinadas con base en criterios jurídicos),

muchos se han preocupado por la necesidad de hallar un uso importante

de la ciencia al interior del proceso judicial.

4 TARUFFO, Michele. Conocimiento científico y estándares de prueba judicial. En:
Boletín mexicano de derecho comparado. Ciudad de México. nueva serie, año XXXVIII,
No. 114, (2005); p.1296.
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De allí surgiría entonces, la noción de utilizar la ciencia como herramienta

para llegar a la verdad en un proceso judicial5. En realidad, los jueces

toda la vida han tratado de utilizar nociones científicas para establecer

circunstancias de hecho que son difíciles de interpretar desde las reglas

de la experiencia; esto era muy visible en los procesos civiles y penales.

Teniendo en cuenta los avances de la ciencia y la tecnología sería

negligente no hacer uso de estas herramientas, para efectos probatorios,

frente a hechos afirmados en un proceso.

Aún así, del uso de la ciencia en el proceso, se han derivado muchos

problemas que hacen que el empleo de la misma sea inconveniente o

dificultoso, entre estos se encuentran, por ejemplo, las críticas al tipo de

ciencia que tendrá realmente relevancia al interior de un proceso, ya que

muchas disciplinas y materias adquieren en algún momento el calificativo

de ciencia, lo que provoca que estas se clasifiquen en ciencias duras o

“exactas” - conformadas por conocimientos como la matemática, química,

física, etc.-, y  ciencias Soft o ciencias sociales tales como la filosofía, la

psicología, la economía y demás de este tipo; estas últimas generan una

gran desconfianza en el mundo del derecho y sobretodo en el proceso

judicial, donde se pone en riesgo un fallo ”justo” en el momento en que los

elementos probatorios se apoyan en un ciencia inexacta o junk cience6.

Ahora, si se parte de que el proceso judicial busca la verdad respecto al

conflicto sobre el que versa, se debe entender, el porqué de la

importancia de la discusión del uso de la ciencia en el proceso, pues si es

el trabajo de un juez encontrar la verdad para dar un fallo o decisión justa

frente al litigio, el veredicto justo solo podrá surgir de un análisis

probatorio riguroso, casi exacto, que determine con la máxima seguridad

posible la veracidad de los hechos afirmados por cualquiera de las partes.

5 “Y así ha venido emergiendo, con evidencia cada vez mayor, el problema de las
“pruebas científicas”, o sea del posible empleo de la ciencia como instrumento para la
averiguación de la verdad sobre los hechos analizados en el contexto procesal. Esta
conexión estrecha  entre ciencia y derecho tiene varias razones fácilmente
comprensibles”. Ibíd., p. 1296.
6 Ibíd., p 1295- 1298.
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Es por esta razón que surge la noción aquí planteada del uso de la

ciencia en el proceso, ya que, en principio, solo el análisis de las pruebas

a la luz de la ciencia, puede dar como resultado el panorama de lo que

verdaderamente ocurrió y que dio lugar al proceso. Debe entenderse que

se busca el apoyo de la ciencia, en contraposición a la valoración

personal del juez de las pruebas y de los hechos del proceso, elemento

que ha sido altamente criticado por los procesalistas, pues esta forma de

análisis probatorio carece de objetividad y puede derivar en decisiones

erradas y por demás “injustas”.

Con relación al tema de la posibilidad de predicar un conocimiento de los

hechos por medio de las herramientas que confiere el proceso en sí, es

menester decir que hay opiniones divididas al respecto, dentro de la

doctrina; algunos académicos defienden la idea de que con una buena

actividad probatoria se puede llegar a conocer los hechos sobre los

cuales radica el litigio. Existen por supuesto opiniones contrarias y los

argumentos en las que estas se basan, apuntan a afirmar que los hechos

que se deben comprender dentro de un proceso suceden

indefectiblemente en tiempo pasado, por lo tanto afirman que lo único a lo

que puede tener acceso un juez es a una buena recreación o percepción

sobre la ocurrencia de los mismos, por tanto, como el acercamiento que

se tiene con dichos hechos es siempre mediato, la certeza sobre la

ocurrencia de estos nunca podrá ser predicada en un cien por ciento.

Michele Taruffo advierte, el proceso judicial busca una verdad que difiere

de la verdad perseguida por la ciencia, en cuanto la verdad que surge del

proceso es una “verdad relativa”. En sede del proceso judicial es

prácticamente imposible encontrar verdades absolutas por varias razones,

entre ellas, las limitaciones económicas que impiden un análisis científico

estricto de las pruebas, los hechos y las circunstancias específicas que

activan el aparato judicial y que nunca aluden a hechos generalizables ni

a producir conclusiones abstractas.

Del proceso solo puede surgir entonces, una “verdad relativa”, mejor

llamada “verdad procesal”, pues esta nace solo de las pruebas aportadas
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al proceso y nada más. El juez solo tiene las pruebas allegadas al

proceso por las partes, por pocas que sean, para conocer lo que

realmente sucedió, reconstruyendo de un modo verídico los hechos. Esto

quiere decir que pueden existir pruebas o factores ajenos, o por fuera del

proceso, que den cuenta de posibles hechos que aunque verídicos y

relevantes para una determinada decisión, no serán tenidos en cuenta por

no haber sido aportados al proceso; de allí que la “verdad procesal” que

sale del análisis probatorio del juez será solo una cuestión de

probabilidad, es decir, las pruebas allegadas al proceso y debidamente

analizadas darán cuenta de lo que, según estas, probablemente sucedió,

derivando el proceso en la producción de una “verdad procesal” o de otra

manera, una “verdad probable”.

Estas limitaciones en la búsqueda de la verdad, son las que hacen que el

proceso no se pueda apoyar de manera absoluta en las pruebas

científicas, puesto que la ciencia produce leyes generales, aplicables a

todo tipo de casos, mientras que en el proceso se producen decisiones

inter partes, que incluso en casos de similar naturaleza, pueden variar

debido a los particulares factores de los mismos, produciendo en cada

caso resoluciones sustancialmente distintas. Esto quiere decir, que de

ninguna manera el juez, por más que lo deseen algunos, puede desechar

la valoración personal de las pruebas y de los hechos del caso, aunque

como se verá, esto no quiere decir que la decisión del proceso dependa

enteramente de una apreciación subjetiva del juez.

Para Taruffo la respuesta a este problema lo brinda la epistemología, que

como teoría del conocimiento, se ocupa de las circunstancias de diversa

índole que llevan a la obtención del conocimiento y por tanto, las que lo

justifican o validan; o sea que la decisión o fallo debe surgir de un análisis

epistemológico de las pruebas y hechos que nutren al proceso de manera

que el juez llegue a la verdad (probable o procesal), a partir de varios

elementos que le proporcionen un panorama completo del proceso, pero

a su vez, que estos estén debidamente justificados por una ciencia que

los respalda.
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Por la anterior razón, la concepción más aceptada actualmente, es la que

considera la prueba como un elemento epistémico, es decir, el medio con

el que se adquieren en el proceso las informaciones necesarias para la

determinación de la veracidad en los hechos. Taruffo aclara en su análisis

del conocimiento científico en el proceso judicial, que en el proceso

también se hará un uso epistémico de la ciencia, pues en vez de

prescindir totalmente de ella (lo cual sería, implícitamente, renunciar a

cualquier noción de verdad y justicia), se entenderá por el contrario que

las pruebas científicas estarán dirigidas a aportar al juez elementos de

conocimiento de los hechos que se sustraen a la ciencia común de que

dispone. No se negará, de ninguna manera, la libertad en la valoración

discrecional del juez, que es el núcleo del principio de la libre convicción,

pero se entenderá que este efectúa su valoración de las pruebas y de los

hechos bajo una discrecionalidad guiada, precisamente, por las reglas de

la ciencia, la lógica y de la argumentación racional. Para Taruffo, el

principio de la libre convicción puede haber liberado al juez de las reglas

de la prueba legal, pero no lo ha desvinculado de las reglas de la razón7.

En este sentido, la cuestión que surge es si existen criterios específicos

que los jueces deban atender al momento de la valoración de las pruebas

y los hechos, es decir, valorar las pruebas de que dispone y si estas son

suficientes para determinar los hechos relevantes al proceso. Estos

criterios existen, aunque su clasificación y delimitación, como se verá más

adelante, es algo confusa y discutida; estos criterios serán los conocidos

como estándares de prueba.

Es aquí donde termina este análisis proveniente de la relación entre la

ciencia y el derecho: en los estándares de prueba; son estos los que

integran a la ciencia en el proceso y los que tienen vital importancia en el

ámbito del derecho procesal, pues del uso de un adecuado estándar de

prueba frente a un determinado aspecto probatorio, dependerá el fin

último del proceso judicial: encontrar la verdad.

7 Ibíd., p 1297.
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2. ESTÁNDARES DE PRUEBA

Para la finalidad de este trabajo, se considera necesario  poder acercarse

a las diferentes conceptualizaciones que se han hecho del tema de los

estándares de prueba, sin embargo, antes de adentrarnos a las

construcciones que la academia ha desarrollado, es importante mencionar

que el tema de la valoración, dentro de los estudios del proceso

jurisdiccional,  como lo menciona González Castillo “…es una de las

áreas más intrincadas y movedizas dentro del vasto mundo probatorio, y

acaso también la de más penoso transitar debido a la gran cantidad de

elementos metajurídicos, por añadidura inestables, que la rodean…”8

En concordancia con lo anterior, se puede mencionar que este tema no

ha sido estudiado a profundidad por la doctrina, los avances que hay al

respecto son relativamente recientes, como advierte Laudan en uno de

sus escritos en las siguientes palabras: “Siendo tan obvio que el derecho

depende fundamentalmente de cuestiones vinculadas con la verdad, los

hechos y las pruebas, llama la atención que los filósofos del derecho del

siglo XX dedicaron escasos esfuerzos a investigar sobre ellas. Esto es

debido, en parte, a que los filósofos del derecho se han preocupado por

cuestiones como la legitimidad de la pena o los derechos de los acusados

(o, peor aún, por problemas acerca de la esencia del derecho) y,

conducidos por la voluntad de analizar el derecho en términos de la

moralidad política, el estudio del rol de la verdad y la prueba en el derecho

ha sido sistemáticamente ignorado por los grandes teóricos de este

ámbito. La «epistemología jurídica», como podríamos denominarla, ha

sido un huérfano ignorado, desatendido tanto por los filósofos del

derecho, como por los procesalistas y penalistas. Por esta razón, la lógica

y epistemología del derecho están todavía en su primer desarrollo. A su

8 GONZALEZ CASTILLO, Joel. La fundamentación de las sentencias y la sana crítica.
En: Revista chilena de derecho. vol. 33, No 1, (2006); p. 93 – 107.
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vez, esto ha significado que los fundamentos epistemológicos del derecho

-en la medida en que es una actividad que supone la búsqueda de la

verdad y la generación de pruebas- se estén sólo ahora empezando a

explorar en el detalle que merecen. Lo que debería ser un escándalo

público (que estemos gravemente sumidos en la confusión acerca de los

fundamentos epistemológicos del derecho) es, en cambio, simplemente

considerado un curioso descuido. Nadie en su sano juicio adoptaría ese

punto de vista en otros campos de investigación, como la historia, las

ciencias o las matemáticas... Sólo en el derecho nos encontramos ante el

espectáculo de una forma casi universal de búsqueda de la verdad cuyos

principales teóricos (entre ellos: AUSTIN, KELSEN, HART, DWORKIN y

RAZ) no se esfuerzan por resolver cuándo es sólida la pretensión del

proceso de ser capaz de separar la verdad y el error.”9

Teniendo en cuenta la anterior dificultad metodológica se hará  un

recorrido por las construcciones más importantes de los autores que se

han referido al tema de la valoración de la prueba producida dentro del

proceso.

2.1 LOS ESTÁNDARES DE PRUEBA SEGÚN LARRY LAUDAN

Para empezar este autor en su obra “¿Por qué un estándar de prueba

subjetivo y ambiguo no es un estándar?” aclara que todos los estándares

de prueba están permeados por una dificultad y es que han sido

construidos sin siquiera tener como paso previo la definición clara acerca

de que es un EdP y que características debe cumplir. Considera al

respecto el autor, que la mayoría de los juristas entienden los estándares

de prueba como la regla que se implanta a los juzgadores para que, al

final del juicio, reflexionen acerca de su decisión.

9 LAUDAN. Larry. Prólogo para el Libro del autor FERRER BELTRAN, Jordi .La
valoración racional de la prueba. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2007. p.15.



18

Se considera por parte del aludido doctrinante, en el texto mencionado, lo

siguiente  “el sistema no le ofrece al jurado EdP neutrales y objetivos y

establece que es la intensidad de su confianza subjetiva en la culpabilidad

la que determina si debe condenar o absolver al acusado. Para hacer las

cosas aún peor el sistema tampoco establece controles para saber cómo

el jurado va a alcanzar ese nivel subjetivo de confianza. Este confiere

enteramente rienda suelta al jurado para hacer de la evidencia lo que se

quiera y lo único que al final se reclama es que, si  se vota por la

condena, entonces se esté persuadido genuinamente de que el acusado

cometió el crimen. Consecuentemente si se absuelve al acusado

entonces cabía suponer que el jurado tiene una duda razonable acerca de

su culpabilidad pero, dado que los tribunales hacen todo lo posible para

insistir en que los jurados no necesitan ser capaces de  articular sus

dudas, las absoluciones quedan limitadas a un arbitrario y subjetivo

conjunto de convicciones. Lo que observamos no es un EdP sino una

excusa o un pretexto débil para condenar o absolver.”10

Comenta además, que se han construido a lo largo de la historia dos tipos

de estándares de prueba, que denomina prácticos y académicos. Los

primeros se caracterizan por ser utilizados por operadores jurídicos, y por

tanto, descritos y caracterizados por estos mismos; también agrega que la

característica importante es que generalmente el EdP práctico, es definido

de forma cualitativa, así que son las características de las pruebas que

componen el acervo las que brindan certeza. Por lo anterior, las pruebas

brindan al juez o jurado “certeza moral”, “convicción plena”, entre otros;

son entonces esas cualidades de las pruebas las que se buscan para

poder determinar si se cumple con las exigencias del estándar de prueba.

Por otro lado, el EdP desarrollado en el seno de la academia, se preocupa

más por que la prueba le pueda brindar al juez un conocimiento

expresado en términos de probabilidades o cuantitativo.

10 LAUDAN, Larry. ¿Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar? En: Revista doxa, Cuadernos de filosofía del derecho. Madrid. Vol. 28, (2005);
p.106.
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Los estándares de prueba o EdP según Laudan, deberían ser claros y no

dar pié a ninguna subjetividad, ya que en este caso no serían verdaderos

estándares de prueba. En sus propias palabras, estos deberían tener “la

intención de indicar al investigador o aquel que se está cuestionando,

cuando está autorizado a considerar algo como probado, esto es, cuándo

la relación entre las pruebas o las premisas justifica la aceptación de la

conclusión como probada para los propósitos pretendidos”11

2.2 LOS ESTÁNDARES DE PRUEBA SEGÚN MARINA GASCÓN
AVELLÁN

La autora dentro de su texto “Sobre la posibilidad de crear estándares de

prueba objetivos”, claramente define los EdP como “criterios que indican

cuándo se ha conseguido la prueba de un hecho, o sea los criterios que

indican cuándo está justificado aceptar como verdadera la hipótesis que lo

describe” 12, entendiendo, por supuesto, que la verdad de dicha hipótesis

debe estar radicada en un nivel de certeza o probabilidad exigido;

alcanzar dicho nivel es entonces necesario para la justificación y la

legitimación de la decisión judicial.

Se asegura por parte de Gascón, que imponer un estándar de prueba es

aclarar, cual es dicho nivel de certeza o de probabilidad que se le va a

exigir al juez o al jurado, determina además, que el éxito o la derrota en la

creación de un EdP, será la construcción de requisitos y parámetros

objetivos para poder medir dicha certeza o probabilidad. Por otro lado, no

solo se debe construir estos requisitos objetivos, ya que este esfuerzo

sería inútil si no se crearan mecanismos, para que luego de hecha la

11 Ibíd., p.104.
12 GASCÓN, ABELLÁN, Marina. Sobre la posibilidad de crear estándares de prueba
objetivos. En: Revista doxa, cuadernos de filosofía del derecho. Vol. 28, (2005); p.129.
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valoración, hubiera un proceso de verificación del cumplimiento de los

mismos

El punto de vista de la citada autora, al igual que la mayoría de los

doctrinantes frente a este tema, es positivo en cuanto a la posibilidad de

construir estándares de prueba claros, objetivos, prácticos y efectivos, en

cuanto a la racionalización del poder judicial. Son, sin embargo, las

características que debe tener el EdP para conseguir esta meta, las que

varían un poco dependiendo del autor, como se ha notado.

2.3 LOS ESTÁNDARES DE PRUEBA SEGÚN MICHELE TARUFFO

Aunque se debe decir que el desarrollo que ha mostrado este autor

respecto a este tema, no es igual de profundo al que han expuesto los

anteriormente mencionados, si se puede decir, que Taruffo en su obra,

dio una definición de lo que consideraba debía ser entendido como

estándar de prueba, y también caracterizó el concepto como el

requerimiento  para determinar si un enunciado ha sido probado o no13.

Taruffo, sin embargo, no realiza en su obra consideraciones acerca de

cómo deben ser hechas las construcciones de dichos EdP.

Recalca además en su escrito, la ausencia de tratamiento frente a este

tema por parte de los doctrinantes y responsabiliza al sistema de

valoración de la “libre convicción” de esta circunstancia, ya que considera

que bajo ese EdP se estableció dejar las decisiones judiciales al arbitrio

del juez, y que por tanto, no se ahondó en las reglas que había para la

producción de sentencias.

Como se puede ver en este breve recorrido, el tema es relativamente

nuevo, aunque no parece existir una razón muy plausible para que los

doctrinantes del derecho no hayan hecho hincapié en su estudio. Sin

13 TARUFFO, Michele, La prueba científica  en el proceso civil. texto  consultado vía
internet en la dirección http://www.bibliojuridica.org/libros/4/1971/7.pdf, el día 28 de
Noviembre de 2010.



21

embargo, las producciones que se han dado al respecto, pueden servir

para crear un panorama acerca de la problemática de los estándares de

prueba que operan en la actualidad, y también pueden guiar en la tarea

de idear escenarios de solución de las mencionadas problemáticas.
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3. ESTÁNDARES DE PRUEBA EXISTENTES Y EN QUE TIPO DE
PROCESOS SE UTILIZAN

Los estándares de prueba conforman un tema, que como ya se mencionó,

es subvalorado por muchos doctrinantes y estudiosos del derecho, pues

muchos consideran que el estándar de prueba no afecta de manera

relevante el resultado del proceso. En este sentido se equivocan, los

estándares de prueba son efectivamente las herramientas más

importantes para el logro -si se considera este un aspecto fundamental

del proceso- de una decisión o fallo justo; esto si se entiende, como se ha

querido demostrar en este trabajo, que la búsqueda de una verdad, así

esta sea “relativa” o “procesal”, depende enteramente del EdP acogido

por el sistema procesal, frente al caso concreto. Este es un tema que en

su desarrollo posee esquemas y clasificaciones, que aunque pocos, son

diversos y confusos, pero aún así ha sido objeto de estudio, análisis y

clasificación por parte de muchos procesalistas y epistemólogos tales

como: Larry Laudan, Marina Gascón, Jordi Ferrer, Michele Taruffo y más.

Parte de la confusión, e inclusive de alguna manera, de la aversión, por

parte de la comunidad jurídica, al tema de los estándares de prueba es su

vaguedad y su confusa clasificación, además de la profunda sospecha de

que estos estándares son subjetivos y amañados según quien los acoja.

Debe observarse que esto no es del todo cierto, el desconocimiento de la

teoría de los estándares de prueba genera que surjan este tipo de críticas

que como se verá son desafiadas y replicadas por quienes si le han

dedicado tiempo al estudio del tema.

Quien escucha acerca de estándares de prueba se le vienen a la cabeza

las figuras del estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable” o “Beyond

All Reasonable Doubt”, “Prueba Clara y Convincente” o el estándar de la

“Probabilidad Prevalente”. Debe aclararse que estos estándares fueron

creados o definidos a partir de convenciones sociales, incluso anteriores,

a la formulación de una teoría sobre los estándares de prueba; he allí su
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vaguedad y desarrollo confuso. Los estándares de prueba en realidad

pueden ser tantos como permita la graduación de sus elementos, como

se verá más adelante, y bajo un esquema organizado y estructurado

pueden adecuarse a cada tipo de proceso o de instancia judicial según se

requiera.

Larry Laudan, epistemólogo y filósofo de la ciencia norteamericano, ha

sido uno de los más importantes exponentes del tema de estándares de

prueba, en principio enfocado en el caos que representa el estándar

BARD (“Beyond All Reasonable Doubt”) como EdP frente a los jurados

norteamericanos, y quien ha desarrollado de una manera más concreta y

detallada, la forma de creación de estándares de prueba objetivos y

exactos.

3.1 CLASIFICACIÓN DE LOS ESTÁNDARES DE PRUEBA SEGÚN
DOS CRITERIOS DESARROLLADOS POR LA DOCTRINA
INTERNACIONAL

El autor Larry Laudan y la doctrinante Marina Gascón, han señalado dos

criterios fundamentales para clasificar los estándares de prueba, estos

serían, según la elaboración teórica de los autores, el de la distribución de

errores frente el fin del proceso judicial y el criterio de los grados de

certeza y como llegar a estos, a continuación se explica cual es el

contenido de cada uno de ellos.

3.1.1. Estándares de prueba como distribución de errores  frente al
fin del proceso judicial

En principio, Laudan ha establecido que los estándares de prueba hacen

parte del elemento procesal que se centra en el núcleo débil de la llamada

epistemología jurídica, cual es la distribución de errores dentro del fin del
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proceso14. Para entender mejor esta afirmación, se debe explicar el

contexto en el que se hace: el análisis de los resultados de un proceso

judicial dará como conclusión, como ya se dijo, que el mismo no es

perfecto, que la búsqueda de la verdad muchas veces no se da y que en

su interior pueden surgir muchos errores (entiéndase errores como

resultado adversos, injustos ó condenas que surgen de la determinada

valoración de las pruebas que se aplicó en dicho proceso). Ahora, estos

errores son inherentes al proceso mismo, según al análisis del acervo

probatorio respectivo; estos podrán ser dos: que se condene al inocente o

se falle en contra de quien tenía la razón, o por otro lado, que se absuelva

al culpable o se falle a favor de quien no tenía la razón.

Un determinado sistema procesal siempre está sometido a que ocurra

alguno de estos dos tipos de errores15, y dependiendo del estándar de

prueba que se acoja en ese determinado sistema, este se verá inclinado a

un error, o al otro, dependiendo de los principios ético-políticos de cada

sistema; es decir, que se prefiera, por ejemplo, la absolución de diez

culpables a que se condene a un inocente, ó que por el contrario se

prefiera que se condene a diez inocentes antes que se absuelva a un

culpable. El estándar de prueba que adopte dicho sistema será el que

definirá en un momento específico como se distribuirán los errores en el

mismo. Sin embargo deberá tenerse en cuenta que estos dos errores se

manifiestan de forma muy diferente, dependiendo de si se está en sede

del proceso penal ó si se está en sede del proceso civil: en el proceso

penal, si se está frente a un determinado sistema que se precie de

garantista, se verá con buenos ojos que se acoja un EdP estricto que

distribuya los errores de manera que se dé la absolución de diez

culpables antes de condenar a un inocente; esto si se entiende que en el

proceso penal, el sindicado se encuentra en situación de desventaja

frente a la fiscalía y frente a consecuencias que pudieran considerarse

14 LAUDAN, Larry. ¿Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar? op. cit., p. 97.
15 Marina Gascón define los dos errores de la siguiente manera: 1) declarar verdadero lo
falso o  2) declarar no verdadero lo verdadero. GASCÓN ABELLÁN, Marina, Sobre la
posibilidad de formular estándares de prueba objetivos, op. cit., p. 131.
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altamente perjudiciales. Pero si este mismo estándar -estricto y que no

deje lugar a duda- fuera acogido de la misma manera para el proceso

civil, el asunto cambia completamente, pues para que una persona exija

que se le haga efectivo un derecho frente a otra persona necesitaría una

gran cantidad de pruebas que no dejen lugar a dudas de la certeza los

hechos que plantea son ciertos; esto provocaría que una de las partes

estuviera en una profunda situación de desventaja frente a la otra; se ve

acá entonces lesionado el principio de igualdad, que en el caso del

proceso penal se ve fortalecido; no solo esto, sino que este supuesto

acarrearía un profundo desmedro al principio del libre acceso a la justicia,

pues surge la pregunta, ¿quién optaría por iniciar un proceso civil cuando

para salir victorioso se requiere tal tope probatorio?. Esta idea

desarrollada por Taruffo16 con ocasión del texto “¿Porqué un estándar de

prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar?” de Laudan, deja en claro

que la adopción de un determinado estándar probatorio, así se acoja

determinada distribución de los errores, debe poder variar según el

contexto donde se esté aplicando, no solo frente a procesos distintos

como el civil y el penal, sino de la misma manera frente a etapas

diferentes del proceso (pruebas en audiencia de juzgamiento y pruebas

en una solicitud de medidas cautelares o en una resolución de

acusación).

3.1.2 Grados de certeza y como llegar a estos

En el texto de Marina Gascón Abellán “Sobre la posibilidad de formular

estándares de prueba objetivos”, la profesora, acogiendo las ideas

propias de Laudan, favorece la teoría de la posible creación de

estándares de prueba específicos y objetivos frente a diferentes procesos,

16 TARUFFO, Michele, Tres observaciones a “Porque un estándar de prueba subjetivo y
ambiguo no es un estándar, En: Revista doxa, Cuadernos de Filosofía del Derecho. Vol.
28, (2005); p. 115-126.
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siempre y cuando ya se tenga una concepción acerca de la distribución

de los errores que se comentó en el aparte anterior.

Según Gascón un estándar objetivo y específico de prueba debe cumplir

dos funciones: en primera medida, debe establecer el grado de certeza

que debe alcanzar la afirmación, acervo probatorio o elemento fáctico

dentro del proceso; este sería simplemente la enunciación de un

determinado grado de certeza, aún así debe notarse que los grados de

certeza existentes son, por si mismos, vagos, ambiguos y contradictorios.

Pero aquí vendría la segunda función, la cual sería la enunciación de los

criterios que deberían estrictamente seguirse para alcanzar ese grado de

certeza; he aquí donde se alcanza la verdadera objetividad de un

estándar de prueba ó, por el contrario, según se enuncie el criterio, la

subjetividad. El juez, para determinarse por el estándar de prueba, deberá

seguir al pie de la letra los criterios que le permitirán alcanzar un

determinado grado de certeza.

Además, la profesora Gascón, adelanta de alguna manera a Laudan, en

cuanto formula los elementos que podrían determinar el grado de

confirmación de un determinado estándar de prueba (objetivo si es

coherente con el discurso), y que de alguna manera podría aumentar o

disminuir el grado de solidez de la hipótesis objeto de análisis17: El

fundamento cognoscitivo de las leyes causales (que gocen de un sólido

fundamento científico), la solidez epistemológica de las pruebas que

confirman la hipótesis (pruebas exactas como un análisis de ADN o algo

menos exacto como un testimonio), el número de pasos inferenciales

entre las pruebas y la hipótesis (prueba directa o por el contrario prueba

circunstancial) y por último, la variedad de las pruebas (para obtener un

mejor panorama de lo que ocurrió es muy útil no solo contar con

testimonios sino con pruebas documentales, pruebas científicas,

indiciarias, etc.). Se observa que esto es una mera propuesta que puede

servir de ejemplo para formular los criterios necesarios para alcanzar un

17 GASCON ABELLÁN, Marina, Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba
objetivos, op.cit., p. 137- 139.
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determinado grado de certeza respecto a una hipótesis respaldada con

pruebas, aún así, y dependiendo de qué EdP se acoja, estos criterios

podrán variar en su formulación.

3.2 ALGUNOS ESTÁNDARES DE PRUEBA EXISTENTES

Del análisis anterior es posible concluir que ya ha sido formulada una

teoría respecto de los estándares de prueba con base en el concepto de

distribución de errores procesales y las figuras del grado de certeza de

una hipótesis y los criterios para alcanzar este grado. A partir de aquí se

reafirma lo enunciado anteriormente: bajo estos criterios puede

desarrollarse una gran variedad de estándares de prueba, distintos a los

ya existentes, objetivos y estrictos dependiendo del proceso ó etapa del

proceso en que se apliquen. Los estándares de prueba existentes

debieran ser susceptibles de esquematizarse bajo esta teoría, sin

embargo los mismos revisten una vaguedad y unas variaciones que

hacen imposible esta tarea. Aún así, y teniendo en cuenta la naturaleza

de este escrito, cual es analizar el concepto de estándares de prueba y en

esencia el llamado “Más Allá de Toda Duda Razonable” (del cual se

indaga su naturaleza, definición, criterios de  aplicación y adopción en el

ordenamiento procesal colombiano) , es necesario enumerar los

estándares más conocidos y aplicados en los ordenamientos procesales

contemporáneos y realizar un ulterior análisis de su utilidad y contrastarlo

con la idea de un  “nuevo” esquema de estándares de prueba objetivos.

3.2.1 “Probabilidad Prevalente” (Preponderance of the Evidence)

Surge a nivel normativo de la Rule 401 de las Federal Rules of Evidence

estadounidenses, esta valora la relevancia de una prueba cuando “tiene la



28

tendencia de hacer algún hecho más probable o menos probable”18. En la

mayoría de los ordenamientos procesales esta regla, también llamada

“más probable que no”, no se encuentra en ninguna norma particular sino

que constituye un criterio racional para las elecciones del juez sobre los

hechos de la causa, este reafirma positivamente un hecho según la

prueba dirigida al libre convencimiento del juez, racionalizando la

discrecionalidad del mismo.

Taruffo en el análisis de este estándar de prueba enumera sus premisas

principales de la siguiente forma:

- Que el juez conciba la decisión frente al resultado final con

elecciones en torno a varias hipótesis relativas a la reconstrucción

de cada hecho.

- Que estas elecciones se conciban como guiadas por un criterio

racional.

- Que se considere racional la decisión de tomar como verdadera

una hipótesis que se entiende mejor fundada, y justificada por

pruebas, respecto de las otras.

- Que no se utilice un criterio genérico de probabilidad como mera

“no certeza”, sino uno específico de probabilidad como grado de

confirmación de la veracidad de un enunciado sobre la base de

elementos de confirmación disponibles19.

El estándar de “Probabilidad Prevalente” otorga el criterio de decisión

racional, ayuda al juez a elegir entre todas las alternativas posibles, la que

considera más ajustada a la razón. Es decir, entre todas las hipótesis

posibles, el juez deberá preferir aquella que cuenta con un grado

relativamente elevado de probabilidad. Numéricamente el juez deberá

18 “Any tendency to make the existente of any fact…more probabile or less probable”.
En: TARUFFO, Michele, Conocimiento científico y estándares de prueba judicial, op.cit.,
p. 1297.
19 Ibid, p.1298.
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elegir, según esta teoría, la hipótesis que cuenta con una probabilidad

mayor a 50 % respecto a las otras hipótesis.

Frente a este estándar se enuncia lo que se conoce como el grado

mínimo necesario de confirmación probatoria, este concepto indica que es

racional asumir como fundamento de la decisión, una hipótesis con un

grado de confirmación positiva prevalente, no solo frente a la hipótesis

simétricamente contraria, sino frente a todas las otras que gocen de un

grado de confirmación de más del 50 %.

Para Taruffo el estándar de “Probabilidad Prevalente” puede considerarse

como la definición funcional del concepto de “verdad judicial”20, en cuanto

un enunciado se tendrá como “verdad procesal”, cuando el mismo está

probado  en un grado prevalente de probabilidad lógica; se considera

“verdad” entonces, la hipótesis que a la luz de las pruebas aportadas al

proceso, y solo estas, se considere como más probable que no. Como ya

se había mencionado, este estándar de prueba, poco estricto, es propio

del ámbito de la justicia civil, en donde el juez toma sus decisiones

basado solo en la probabilidad que le brindan las pruebas aportadas al

proceso, aunque esta probabilidad no sea estrictamente alta. De esta

manera este es el lineamiento (o policy como denomina el autor) que

acogen la mayoría de ordenamientos procesales civiles en el mundo,

pues como ya se había indicado anteriormente es el que más favorece el

acceso a la justicia y  la posibilidad de decisión favorable, de quien quiere

hacer valer un derecho frente a otro.

La profesora Mercedes Fernández López hace también una diferenciación

entre los estándares de prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable” y la

“Probabilidad Prevalente” atendiendo al criterio diferencial

correspondiente al tipo de proceso en el que se requiera el uso de uno u

otro21. Así, ella indica que, mientras en el proceso penal se aplicaría el

20Ibid, p.1302.

21 FERNANDEZ LÓPEZ, Mercedes, La valoración de pruebas personales y el estándar
de la duda razonable. En: Revista del departamento de derecho procesal, Universidad de
Alicante, Alicante, (2005); p. 1- 2.
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“Beyond All Reasonable Doubt” o “Más Allá de Toda Duda Razonable” por

ser un estándar de carácter rígido (esta calificación es altamente

cuestionable tal y como lo indican Laudan y Taruffo, entre otros) de cierta

manera garantista frente a la posición desventajosa de un sindicado,

especifica el uso del estándar de “Probabilidad Prevalente” en el proceso

civil, en donde se exigiría que la existencia de un hecho quede más

acreditada que su inexistencia. Por otro lado, otros aseguran que  el uso

del estándar de prueba de la “Probabilidad Prevalente”, también llamado

Probabilidad de Verdad, es susceptible de ser usado no solo en los

procesos civiles sino también en algunas etapas específicas del proceso

penal como lo sería la formulación de acusación por parte de la fiscalía22.

La mencionada doctrinante Marina Gascón, que a su vez reconoce el uso

de este estándar en sede del proceso judicial civil, señala que la decisión

racional de un juez exige un grado de probabilidad mínimo del que no se

podrá apartar ningún ordenamiento procesal, ya que este grado

garantizará que no se tomen decisiones irracionales. En este sentido para

Gascón, este grado mínimo de probabilidad lo constituye el estándar de

prueba de la “Probabilidad Prevalente”, entendiéndolo como el nivel de

exigencia mínimo que debe nutrir cualquier decisión del juez; sin

embargo, afirma que un EdP más exigente involucra siempre una decisión

más racional respecto a aquello que se encuentre probado y en palabras

de ella: “minimiza la posibilidad de error y maximiza la posibilidad de

acierto”23.

Es decir, que aunque se considera que el estándar de “Probabilidad

Prevalente” es un estándar racional, es aún más racional el uso de un

estándar de prueba cualificado, es decir más exigente. Taruffo discrepa

de esta aseveración en el sentido en que indica, en otro de sus textos

sobre los estándares de prueba, que un proceso gobernado por un EdP

22 BUSTAMANTE RÚA, Mónica María, La relación del estándar de prueba de la duda
razonable y la presunción de inocencia desde el garantismo procesal en el proceso penal
colombiano, En: Opinión Jurídica, Universidad de Medellín. Medellín, (2010); p. 1.
23 GASCON ABELLÁN, Marina, Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba
objetivos, op.cit., p. 130- 131.
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muy exigente, no tendría como objetivo primario el buscar la verdad o la

eliminación de los errores (que los estándares de prueba tienen que

distribuir)  en realidad, ya que conforme disminuye la posibilidad de errar

al declarar probado un hecho, aumenta la posibilidad de errar al darlo por

no probado a partir de la utilización de un tan exigente que haga casi

imposible llegar a probar un hecho determinado24.

Es pertinente decir que este estándar de prueba, aunque goza de lo que

se discutía en apartes anteriores, esto es, de una elección en la

distribución de errores procesales y de indicación del grado de certeza y

criterios para alcanzarlo, es objeto de varias críticas, sobre todo por

quienes propugnan por la utilización de estándares de prueba objetivos.

Muchos afirman que junto al BARD “Beyond All Reasonable Doubt”, es un

estándar subjetivo, vago y ambiguo, que lo único que aporta es una

excusa para que el juez tome una decisión absolutamente discrecional,

sin importar si es irracional o arbitraria.

3.2.2 “Prueba Clara y Convincente” (Clear and Convincing Evidence)

Surge en el ámbito del derecho procesal anglosajón (de la misma manera

que el “Beyond All Reasonable Doubt”), se considera un tercer nivel

probatorio que se sitúa entre la “Probabilidad Prevalente” y el estándar

“Más Allá de Toda Duda Razonable”, es exigido para la prueba de

determinados tipos de hechos en el proceso civil, tales como la

negligencia profesional, la impugnación de un matrimonio cuya validez se

presume o el fraude25.

24 TARUFFO, Michele, Sobre las exigencias del estándar de la Probabilidad Prevalente.
En: Jueces para la democracia. Vol. 52, (2005), p. 68- 69.
25 CROSS, R. y TAPPER, C., On Evidence, 9ª ed., Butterworths, London, Edimburg,
Dublin, 1999, pp. 153-154 y BARTELS, R.D., “Punishment and the burden of proof in
criminal cases: a modest proposal”, en Iowa Law Review, núm. 66, 1981, p. 899. En:
FERNANDEZ LÓPEZ, Mercedes. La valoración de pruebas personales y el estándar de
la duda razonable, op. cit., p. 2.
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Larry Laudan señala que el uso de este estándar de prueba surge del

supuesto en el que un caso de naturaleza civil logre rayar en el ámbito

penal (por la gravedad de la acción o de su consecuencia) o por el

contrario para el caso de delitos menores. Esto debido a que considera

que, en ciertos casos límite de la justicia civil y de la justicia penal, no se

hace conveniente el uso del estándar de la “Probabilidad Prevalente” para

el caso civil, ni uno tan estricto como el BARD  en el caso de la justicia

penal26. Este EdP un poco más cercano al estándar de la “Probabilidad

Prevalente”, destaca el alcance del convencimiento o certeza del juez en

términos de la clase de evidencia que se presente en el proceso. Es decir,

no se busca que las pruebas generen una alta probabilidad en la hipótesis

analizada, ni de generar en el juez o el jurado un convencimiento más allá

de toda duda, sino de alcanzar un grado de certeza óptimo mediante

pruebas que son fundamentales e idóneas para la reconstrucción de los

hechos ocurridos en el caso.27 Según Laudan, ambos, el estándar de la

“Probabilidad Prevalente” y el de la “Prueba Clara y Convincente”, se

oponen en algún sentido al estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable”

pues mientras los primeros se refieren a la prueba o evidencia, el último

se refiere al estado psíquico, mental o interno de los jueces o jurados.

Actualmente, las cortes estadounidenses solo reconocen tres estándares

de prueba: la “Probabilidad Prevalente” (Preponderance of Evidence),  la

“Prueba Clara y Convincente” (Clear and Convincing Evidence, y el

estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable” (“Beyond All Reasonable

Doubt”).

3.2.3 “Semiplena Probatio”

26 LAUDAN, Larry. Is Reasonable Doubt Reasonable? En; Legal Theory, Cambridge
University. Estados Unidos Vol. 9, (2003); 318- 320.
27 “This bar, like the preponderance-of-evidence rule, characterizes what is necessary for
a jury´s finding in terms of the kind of evidence brought to play” En: LAUDAN, Larry. Is
reasonable doubt reasonable?, op. cit., p. 318- 319.



33

Taruffo plantea este estándar de prueba como una de las variaciones de

la “Probabilidad Prevalente” que puede ser establecida en el

ordenamiento procesal por el legislador, considerando que la

“Probabilidad Prevalente” puede ser muy estricta en ciertas etapas de un

proceso. En este caso, en ciertas ocasiones la ley contempla que la

“Semiplena Probatio”, es decir, una hipótesis de hecho con un grado

inferior al mínimo necesario que involucre una probabilidad menor que la

“Probabilidad Prevalente” (menos del 50% - 60% de grado de

probabilidad), sea suficiente para justificar algunas decisiones particulares

del juez, como por ejemplo, las decisiones que originan medidas

cautelares28.

Este no es un estándar de prueba muy común en los ordenamientos

procesales, probablemente reciba un nombre distinto dependiendo del

sistema, pero es un EdP que demuestra todos los caminos que se pueden

seguir frente al tema probatorio; y aunque en este caso, la “Semiplena

Probatio” no goza de esquematización y estructura, representa el nivel

probatorio que se debe acoger en determinados casos, para asegurar el

adecuado acceso a la justicia y el adecuado desarrollo del proceso.

Considérese que frente a, por ejemplo, las decisiones que involucran

medidas cautelares, no se puede exigir al juez un estándar probatorio

muy estricto, ya que afectaría profundamente el acceso de las personas al

proceso ejecutivo y, en últimas, arriesga un elemento de la esencia del

mismo (la ejecución).

3.2.4 “Inferencia Razonable”

Puede partir del concepto de estándar de prueba de la “Semiplena

Probatio”, en este caso también se hace uso de un estándar que, para

varios efectos, se puede considerar de menor rigidez que el estándar de

28 TARUFFO, Michele. Conocimiento científico y estándares de prueba judicial, op.cit., p.
1302- 1303.
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la “Probabilidad Prevalente”, pero en este caso frente al proceso penal.

Aún así, el concepto de inferencia razonable como tal, puede

considerarse  vago y ambiguo como el que más, pues atender a la

racionalidad de quien toma las decisiones, puede provocar en la gran

mayoría de los casos, que el juez o el jurado haga una valoración

subjetiva frente al caso, dado que a este estándar no lo acompaña

especificación alguna ni mucho menos unos lineamientos que deban ser

seguidos para alcanzar dicho grado de certeza ó de convencimiento. Un

ejemplo de este estándar de prueba se puede encontrar en las exigencias

para la formulación de la imputación de un delito en el Código de

Procedimiento  Penal (Ley 906 de 2004)29:

“…El fiscal hará la imputación fáctica cuando de los elementos materiales

probatorios, evidencia física o de la información legalmente obtenida, se

pueda inferir razonablemente que el imputado es autor o partícipe del

delito que se investiga. De ser procedente, en los términos de este

código, el fiscal podrá solicitar ante el juez de control de garantías la

imposición de la medida de aseguramiento que corresponda30”. (Negrilla y

subrayado fuera de texto)

3.2.5 “Alto Grado  de Probabilidad”

Por la misma línea, el legislador, frente a determinadas circunstancias,

puede optar por la adopción de estándares de prueba más rígidos que el

estándar de la “Probabilidad Prevalente”; sería el caso del proceso penal,

en donde, comúnmente se acoge el estándar de prueba “Más Allá de

Toda Duda Razonable”.

29 BUSTAMANTE RÚA, Mónica María, La relación del estándar de prueba de la duda
razonable y la presunción de inocencia desde el garantismo procesal en el proceso penal
colombiano, op. cit., p. 1.
30 Ley 906 de 2004, Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, Art. 287
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Sin embargo existen casos en donde el legislador ha optado por un

estándar más estricto que el de la “Probabilidad Prevalente”, pero en este

caso en el proceso civil. Taruffo expone el ejemplo, del estándar de

prueba del “Alto Grado de Probabilidad” -interpretación altamente

difundida- del  286 de la zivilprozessordnung (Ley de enjuiciamiento civil)

Alemana, donde se exige que la hipótesis sobre los hechos deba

confirmarse siempre con un grado superior de probabilidad al que brinda

el estándar de prueba de la “Probabilidad Prevalente”31.

A diferencia del estándar de la “Prueba Clara y Convincente”, que se

utiliza como un estándar residual respecto de la “Probabilidad Prevalente”

en el proceso civil en donde se aplica el mismo, el estándar  de “Alto

Grado de Probabilidad” representa la regla general probatoria en materia

civil en  casos como el de Alemania.

Ahora, teniendo en cuenta las críticas que se realizan en este trabajo, se

llegaría a la conclusión, como en algún momento, lo afirmaría Laudan,

que un estándar de este tipo, careciendo de estructura y elementos

objetivos e identificables, no deja de ser un estándar subjetivo y vago

susceptible de confundirse perfectamente con el estándar de prueba “Más

Allá de Toda Duda Razonable” o el de la “Probabilidad Prevalente”, según

convenga al juez o al jurado.

3.2.6 Convencimiento “Más Allá de Toda Duda Razonable” (BARD:
“Beyond All Reasonable Doubt”)

Este es un estándar de prueba típico del proceso penal, pues es

improbable ver la adopción de este estándar en el proceso civil. Se origina

en la historia del proceso penal inglés, más tarde se convierte en regla

fundamental en ordenamientos procesales como el estadounidense

31 TARUFFO, Michele, “Conocimiento científico y estándares de prueba judicial, op. cit.
p. 1302- 1303.
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(principalmente) y el italiano. Se ha considerado, después de muchas

discusiones y teorías como analíticamente indefinible32.

Las razones que motivan a acoger este estándar de prueba en un

determinado sistema procesal penal son básicamente ético- políticas, ya

que se entiende que mediante el uso de este estándar, el juez penal

logra condenar al imputado solamente cuando haya alcanzado la certeza

de su culpabilidad, mientras no alcance este nivel de certeza, debe

absolver al imputado en todos los eventos en las que existan dudas

razonables de su inocencia, no obstante las pruebas en su contra.

Es considerado como un estándar de prueba particularmente elevado

(discutible), y por lo menos más estricto que el estándar de la

“Probabilidad Prevalente” que prima en el proceso civil, ya que en el

proceso penal se pone en juego las garantías a favor de los acusados,

que no tienen una contraparte equivalente, como si lo tendrían en el

ámbito del proceso civil, a propósito de la existencia de dos partes que

deben estar en un plano de igualdad en cuanto a la distribución de

garantías y ventajas

Según Michele Taruffo, no es pertinente justificar la utilización de este

EdP, como parte del principio de la presunción de inocencia, pues esta,

como todas las presunciones, son desvirtuables con una prueba ordinaria,

es decir superar esta presunción no requiere un estándar más exigente

que el de la “Probabilidad Prevalente”33. Ahora, existen razones válidas,

en principio, para adoptar este estándar de prueba, pero aún así, definir

qué se entiende por razonable o no razonable, analíticamente  y con

precisión, ha sido un fracaso. Todas las precisiones respecto de lo que se

entiende como “Duda Razonable” se resuelven con tautologías o círculos

viciosos. Por esta razón otros autores como Blackstone y Fortescue han

sostenido que es preferible hacer una precisión cuantificable de cuál sería

el grado de certeza que corresponde al estándar de prueba “Más Allá de

32 TARUFFO, Michele, Ibíd. 1305- 1309.
33 Ibid, p. 1307.
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Toda Duda Razonable” o “Beyond All Reasonable Doubt”, estas teorías

han sido un poco más plausibles que las anteriores.

De esta manera, quienes acogen una concepción cuantificable del BARD,

considerando el concepto de la distribución de errores que ya fue

explicado anteriormente, entienden que es preferible que se declare

inocentes a veinte culpables antes de que se declare culpable a un

inocente. Teniendo esto en cuenta, la prueba “Más Allá de Toda Duda

Razonable” requeriría un grado de confirmación de un 95%,  es decir que

la duda, para que sea razonable, debe superar una probabilidad del 5%.

Sin embargo, este margen tolerable de error varía según la interpretación,

es así como, por ejemplo, Voltaire decía que era mejor absolver dos

culpables que condenar a un inocente, es decir un estándar de prueba de

2/3. Estas concepciones varían mucho, sin embargo, lo relevante de este

EdP es que se reduzca al mínimo la eventualidad de que se condene a un

inocente. Taruffo reconoce que el BARD es un concepto vago e

indeterminado, pero aún así, insta a que sean los mismos juristas quienes

generen explicaciones racionales al estándar de prueba “Más Allá de

Toda Duda Razonable” pero, como se verá, esto es precisamente lo que

se ha estado haciendo, sin aclarar en ninguna medida el concepto34.

El estándar de prueba BARD o “Beyond All Reasonable Doubt” ha sido

objeto de innumerables críticas, siendo el crítico más directo Larry

Laudan, aún así otros juristas como ya se ha mencionado han realizado

objeciones muy válidas al BARD, un ejemplo de esto son las propuestas

por Jordi Ferrer35. En primera medida, para este doctrinante el estándar

de prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable”, es un concepto casi tan

vago y tan ambiguo como el de la ““Intima Convicción” del Juez”, en ese

sentido, y al igual que lo haría Larry Laudan en “¿Por qué un Estándar de

Prueba Subjetivo y Ambiguo no es un Estándar?”, para Ferrer es posible

34 Ibid, p. 1307-1308

35 FERRER BELTRÁN, Jordi, Los estándares de prueba en el proceso penal español.
Cuadernos electrónicos de filosofía del derecho, Universidad de Girona. España: Nº. 15,
(2007); p. 2.
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cuestionar el carácter de estándar de prueba del “Beyond All Reasonable

Doubt”.

En una opinión muy compartida, Jordi Ferrer asegura que para que el

BARD no fuese tan subjetivo (pues en su concepto este no contrasta

mucho con la “Intima Convicción” del Juez), es necesario disponer de un

criterio de razonabilidad que sea independiente del propio sujeto que lo

evalúa, sin embargo, critica que en las tradiciones jurídicas en que se

aplica el BARD no se vislumbra ningún esfuerzo en pos de esta meta. Por

último, se indaga por la posibilidad de la adopción de un EdP objetivo

(estructurado y específico), no sometido a la subjetividad del juzgador,

para la posible realización se apoya en Larry Laudan y su juicio de la ratio

admisible de los errores, es decir, cuantas falsas absoluciones o cuantas

falsas condenas está dispuesto a aceptar un determinado ordenamiento

procesal36.

3.2.7 Un posible estándar de prueba objetivo.

Según la teoría de Laudan, o sea, acudiendo a las dos teorías que ya se

explicaron (la distribución de errores y el grado de certeza y como

alcanzarlo), es posible formular muchos estándares de prueba

dependiendo de la concepción, que de estas dos figuras, esté dispuesto a

adoptar un determinado sistema procesal37. Obsérvese que, en la

clasificación anterior de los EdP existentes, no es posible descubrir

fácilmente una estructura que permita determinar su posición frente a los

dos elementos de un estándar de prueba objetivo.

Para Laudan la necesidad de formular, o reclamar la formulación de un

estándar de prueba objetivo, surge del análisis profundo del estándar de

36 Ibid, p. 5-6.

37 LAUDAN, Larry. ¿Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar?, Op. cit. p. 97- 99.
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prueba del BARD (“Beyond All Reasonable Doubt”), el cual como ya se

observó, es considerado el estándar probatorio más estricto, y señalar

que el mismo es considerablemente vago, ambiguo y no proporciona

elementos que le permitan a un juez o a un jurado llegar a un grado

objetivo de certeza respecto a la hipótesis de un hecho.

Esta conclusión surge de los grandes problemas que en Estados Unidos

implica el concepto de la “Certeza Más Allá de Toda Duda Razonable”;

para Laudan los jurados aplican el BARD con una “alta certeza subjetiva”,

debido a que en algunos casos ni siquiera se les define que se entiende

por “Beyond All Reasonable Doubt”. El problema sigue siendo el mismo,

no existe definición precisa de qué realmente es la “Duda Razonable”.

Para él, ni siquiera tratar de objetivizar el BARD genera algún resultado

exitoso, pues, no lo satisface ni siquiera las cuantificaciones en términos

de probabilidad ya que estas siempre dependerán de consenso en la

aceptación de una probabilidad.

Aunque se considera que la certeza sobre un determinado hecho siempre

dependerá de una confianza subjetiva, esta debe estar justificada por

pruebas, aún si ya se tiene dicha confianza. El estándar de prueba deberá

ser objetivo, explicado, si se quiere hasta tasado, y no usarse como un

pretexto para que el juez (o en el caso que narra Laudan, el jurado) tome

una decisión arbitraria e injusta.

Ningún estándar de prueba genera una absoluta certidumbre, puede que

con la utilización de un estándar objetivo de prueba pueda derivar una

decisión injusta, aún así se tendrá el consuelo de que el estándar de

prueba primó sobre el saber subjetivo del juez o el jurado.

Ante las replicas de Marina Gascón38, Juan Igartúa39 y Michele Taruffo40,

que le indican que los problemas del BARD solo son visibles desde el

38 GASCÓN ABELLÁN, Marina, Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba
objetivos, op. cit.
39 IGARTÚA SALAVERRÍA, Juan, Prolongaciones a partir de Laudan, En: Revista doxa,
Cuadernos de Filosofía del Derecho.  Vol. 28, (2005); pp. 143-145.
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ámbito del Common Law Norteamericano, que posee un sistema de

jurados, y que además estos no tienen que motivar sus decisiones,

Laudan indica que incluso un juez instruido no tiene oportunidad frente a

un estándar como el BARD, pues nadie ha podido dar con una definición

en casi dos siglos, lo que refuta ambas críticas, el problema del BARD,

para él, es que no se puede analizar y nadie se pone de acuerdo respecto

al mismo.

Concluye que es deber del legislador crear un estándar de prueba

exigente y objetivo, que reemplace al BARD, a la “Probabilidad

Prevalente” y al resto de estándares subjetivos que le confieren un poder

arbitrario de decisión al juez. Un adecuado EdP, estructurado, justificado,

sustentado, tasado y comprensible, hace de conceptos y principios

fundamentales como el beneficio de la duda, la presunción de inocencia y

la carga de la prueba, figuras superfluas como elementos (que

obviamente son) de distribución de los errores en los juicios.

40 TARUFFO, Michele, Tres observaciones a “porque un estándar de prueba subjetivo y
ambiguo no es un estándar”, op. cit.
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4. EVOLUCIÓN DEL ESTÁNDAR DE PRUEBA CONOCIDO COMO
“MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE” DE SUS INICIOS

HASTA LA ACTUALIDAD

El desarrollo de este capítulo se dividirá en dos partes, la primera tratará

del tema de la evolución histórica del estándar de prueba que se está

abordando, el recorrido que se hará por la historia de este estándar de

prueba se encuadrará en los desarrollos que ha tenido, especialmente en

Estados Unidos. Esta decisión metodológica se debe en gran parte, a que

esta historia y las discusiones que se han dado a lo largo de ella, son las

que influencian en mayor parte la información y la percepción que se tiene

del concepto “Más Allá de Toda Duda Razonable” en Colombia, y por

tanto, es mucho más adecuado, teniendo en cuenta lo anterior, tomar esta

información dada la finalidad de este escrito.

En segundo lugar, se encontrará una pequeña recopilación del desarrollo

del concepto, desde la evolución y el cambio en los significados que han

sido conferidos al mismo.

Aunque no hay un consenso entre los doctrinantes que han estudiado a

fondo el tema de la “Duda Razonable”, acerca de la decisión judicial en

específico que implementó por primera vez el término, todos ellos

coinciden en situar el nacimiento de dicho concepto a finales del siglo 18.

Por otro lado, vale la pena decir que no se tiene tampoco certeza del país

en el que se nace la teoría, no obstante, está muy claro que es un país

anglo-sajón, es decir, de la tradición jurídica del Common Law.

4.1. ETAPAS EVOLUTIVAS DEL ESTÁNDAR “MÁS ALLÁ DE TODA
DUDA RAZONABLE”

4.1.1 Etapa del surgimiento o génesis
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Definida por la mención, por primera vez, de los elementos característicos

del estándar de prueba y las primeras decisiones de tribunales que

acogieron dichos parámetros. Como ya anteriormente se había

mencionado, no hay un consenso de la primera decisión judicial en la que

se menciona este concepto, sin embargo se tienen como referente el caso

State v. Wilson41, conocido por los tribunales de Nueva Jersey en 1793.

4.1.2 Etapa de la caracterización de acuerdo al concepto de “Moral
Certainty” o “Certeza Moral”

En su obra “A Practical Treatise Of The Law Of Evidence” publicada en

1860, el autor Thomas Starkie, afirmó que la evidencia dentro de un

proceso se considera suficiente si esta produce “certeza moral de la

exclusión de cualquier duda razonable”42. Desde ese entonces, la

definición de el mencionado estándar de prueba, relacionando el mismo

con el concepto de “certeza moral”, fue altamente acogida y dirigió la

aplicación del mismo durante algunos años, esta definición implicaba que

la decisión del caso solo podía resolverse en contra del acusado, en la

medida en que el juez o jurado tuvieran la certeza de la culpabilidad del

mismo.

Sin lugar a duda, y como se podía predecir, las críticas más fuertes a esta

concepción fueron propuestas por una escuela de escépticos basándose

en argumentos acerca de la imposibilidad de hablar de certeza absoluta

sobre algún hecho que tuviera relación con conductas humanas o

sociales.

41 COHEN, Jessica, “The Reasonable Doubt Jury Instruction: Giving Meaning to a
Critical Concept. En: American journal of criminal law. Vol. 22, (1995); p. 678.
42 STARKIE, Thomas. A practical treatise of the law of evidence, Moral certainty to the
exclusion of every reasonable doubt. Philadelphia: T. & J. W. Jhonson y & co., 1980,
NOTA: La traducción de la cita es hecha por los autores de esta monografía.
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En cuanto al carácter de moral de dicha certeza y su significado, existe

una discrepancia entre los autores que abordaron este tema. Algunos

dicen que este carácter de moral se acuña en contraposición al

conocimiento ó la certeza matemática43 de la que hablaron los grandes

filósofos de la época; otros autores están convencidos de la existencia de

una raíz religiosa que llegó a permear las construcciones jurídicas en el

siglo XIX.

4.1.3 Etapa de la aceptación y aplicación del estándar

Para la última mitad del siglo XIX, el estándar conocido como “Más Allá de

Toda Duda Razonable” era ampliamente mencionado y aplicado por los

tribunales de los Estados Unidos y tribunales de otros países anglo-

sajones. La instrucción que se daba, por parte de los jueces a los jurados,

acerca de las reglas de decisión, frecuentemente versaban sobre la

explicación de la “Duda Razonable”, en cuanto a su definición como

concepto y su función como estándar, dicha definición aún estaba

marcada por la identificación con la idea de “certeza moral”.

4.1.4 La consagración del rango constitucional del estándar

En 1970, en una decisión tomada por la Suprema Corte de Estados

Unidos, conocida como In the Matter of Samuel Winship44 o In Re

Winship, se determinó lo siguiente:

“El debido proceso determina que ningún hombre pueda perder su

libertad en tanto el gobierno no haya cumplido con la carga de…

convencer al juzgador de la culpabilidad de este.”, con este fin el estándar

de duda razonable es indispensable, con esta finalidad  “hay que inculcar

43 LAUDAN, Larry, Is Reasonable Doubt Reasonable?, op.cit., p.297.

44 El caso se trató de un menor de edad llamado Samuel Winship que irrumpió en un
locker ajeno y extrajo una suma de dinero que se guardaba ahí.
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en el investigador de los hechos la necesidad de alcanzar  un estado

subjetivo de certidumbre de los hechos en cuestión”45

Hay que aclarar que para el momento en que se reconoció el estatus

constitucional del estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable”, la

mayoría de tribunales ya actuaban conforme a este, y algunos realizaban

la instrucción de sus jurados sobre lo que debían entender por “Duda

Razonable” y como esta regla debía dirigir su decisión.

Esta decisión de la Suprema Corte fue, y sigue siendo, objeto de estudio,

debido a que en ningún lugar en la Constitución Estadounidense se

menciona específicamente la inclusión de algún estándar de prueba. La

interpretación que parece hacer la Suprema Corte y que ha sido más

aceptada, es la de determinar que sin el mecanismo de la formación de

una certeza superior a toda “Duda Razonable”, es imposible hacer

verdaderamente efectiva la garantía de presunción de inocencia

4.1.5 Declive de la caracterización alrededor del concepto de “Moral
Certainty” o “Certeza Moral”

Desde la década de los 70, la tendencia impulsada por la Suprema Corte

Norteamericana ha sido la de desincentivar la definición del estándar de

prueba en clave del concepto de “certeza moral”. En sus decisiones ha

mencionado varias veces que no considera que el estándar deba estar

ligado a este concepto que considera “arcaico”, “emocional”, “inútil” y

“obsoleto”. Esta tendencia creó en los académicos y en los operadores

jurídicos en especial, la necesidad de atribuirle otras definiciones al

estándar de prueba.

45 397 U.S. 385 (1970). Texto original, “Due process commands that no man shall lose
his liberty unless the Government has borne the burden of… convincing the fact finder of
his guilt” to this end, the reasonable doubt standard is indispensable, for it “impresses on
the trier of fact the necessity of reaching a subjective state of certitude of fact in issue”.
NOTA: La traducción de la cita es hecha por los autores de esta monografía.
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4.1.6 Etapa de la redefinición

Como anteriormente se advertía, las definiciones clásicas del concepto de

“Duda Razonable” fueron revaluadas, desde la ocurrencia de este

fenómeno, la suerte que ha seguido la evolución del estándar de prueba

estudiado ha sido bastante agitada y las características que lo distinguen

han sido tema de fuertes discusiones por parte del cuerpo judicial y la

academia.

4.2. EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO “DUDA RAZONABLE”

El siguiente aparte de este capítulo, tiene como finalidad poder mostrar el

desarrollo, ya no histórico sino conceptual, que ha tenido el concepto de

“Duda Razonable” , sin la intención de profundizar en cada una de las

discusiones que se dan alrededor de este tema, pero sin duda tratando de

abordar algunas de ellas desde sus generalidades. Para tal tarea se hará

referencia al documento de Larry Laudan, denominado “¿Is reasonable

doubt Reasonable?”, debido a que se considera que este aborda la

temática en la que se quiere ahondar de una manera muy explicativa46.

El mencionado doctrinante sistematiza la evolución del estándar en seis

de las construcciones más importantes que se han hecho acerca de la

significación del concepto. Es importante aclarar que estas definiciones en

su mayoría fueron acuñadas luego de que fuera arduamente criticada la

concepción de “Certeza Moral”.

46 LAUDAN, Larry. ¿Is the reasonable doubt reasonable?, op. cit.
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4.2.1 “Más Allá de Toda Duda Razonable” como la seguridad  de lo
que se cree apropiado para las decisiones importantes que se
tomarían en la vida de cada uno

Bajo esta definición se explica a los jurados y se les instruye para que

decidan sobre el siguiente parámetro, se propone a los mismos que

hagan un símil del caso y de la decisión que deben tomar como si fuera

una decisión importante para la vida de cada uno, y que por tanto, solo en

tanto estén seguros de tomar dicha decisión, lo hagan ó en palabras de la

Corte de Apelación del Quinto Circuito de Estados Unidos: “La prueba

superior a la duda razonable, por lo tanto, es una prueba de tal carácter

convincente, que usted estará dispuesto a confiar y actuar de acuerdo a él

sin duda en sus más importantes asuntos”47

Las críticas más fuertes a esta definición han sido tendientes a demostrar

que la mayoría de las veces los seres humanos no toman las decisiones

importantes de su vida acompañados de una certeza que pueda llegar a

ser tan alta como la que se requiere para tomar una decisión en un caso

que disponga de los bienes jurídicos más preciados de otro individuo.

Estas críticas apuntan a argumentar, que esta regla no es lo

suficientemente fuerte ni clara para definir un estándar de prueba ni para

instruir a un jurado.

4.2.2 “Duda Razonable” como el estado de duda que haría que una
persona prudente dudara en actuar

47 5Th CIR.CRIM.JURY INSTR. 1.06 (1990). Texto original : “Proof beyond reasonable
doubt, therefore, is proof of such a convincing character that you would be willing to rely
and act upon it without hesitation in the most important of your own affairs” NOTA: La
traducción de la cita es hecha por los autores de esta monografía.
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Como ilustra el enunciado de este aparte, se consideró que se podía

corregir la debilidad de la analogía anteriormente comentada,

considerando como “Duda Razonable” la duda que haría vacilar a un

hombre racional al momento de tomar una decisión importante en su vida.

No obstante esta definición también adolece de los mismos problemas

que la que pretendía corregir, se considera también que el nivel de

convicción que requiere un hombre razonable para tomar sus decisiones

todavía no es lo suficientemente alto para ser utilizado en una decisión del

talante que se recuerda. Se considera además, que en las elecciones de

un hombre razonable existe aún un margen de error que no es aceptado

para sentencias judiciales.

4.2.3 “Duda Razonable” como una convicción perdurable de
culpabilidad

Se define el estándar de prueba, según esta corriente, como la necesidad

de que la decisión se tome en el caso en que se tenga una convicción

perdurable en el tiempo de la culpabilidad del acusado; encontrando un

gran inconveniente en la posibilidad de determinar a priori la

perdurabilidad en el tiempo de la convicción de un jurado. Por lo anterior,

es entonces inoperante la definición, en la medida en que desde el

momento en que alguien hace una elección no podría determinar si esta

va a mantenerse en el tiempo; la posibilidad de controlar esta regla de

decisión entonces sería inexistente, como también es complicado definir

el concepto de “perdurabilidad” (cuantas horas, días o años tienen que

pasar para que una decisión se considere perdurable).

4.2.4 “Duda Razonable” como la duda de la que puedo dar una
razón
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Esta definición apunta a que se sepa que existe una “Duda Razonable” en

el caso en que, quién la tenga, pueda dar una razón suficiente que

explique y argumente la existencia de la duda y la razonabilidad de la

misma. Los motivos más importantes de crítica de esta posible definición,

se expresaran mejor en una cita sacada del pronunciamiento hecho en la

revisión del caso llamado Morgan v. Ohio en la que se expresa lo

siguiente:

“ A qué clase de razón se refiere? Podría una razón pobre ser la

respuesta, o debe ser una razón fuerte? Quién es el juez? La definición

no es clara y parece requerirse otra posterior explicación… la expresión

es además calculada para inducir en el error…”48

Como se puede ver, la definición estudiada está refiriéndose a una noción

más problemática, y es la de saber cuándo una razón es buena o

suficiente para justificar algo, esto, como bien es mencionado por el

tribunal, genera por lo menos, la necesidad de que haya  una explicación

adicional para ilustrar a quién decide, qué se considera como razón

suficiente para una decisión, conociendo que, delinear esta noción es per

se problemático, por tanto esta concepción encuentra grandes

limitaciones para ilustrar efectivamente al jurado.

Sin embargo, esta solo es una de las barreras del mencionado

significado,  también se observa que,  para el caso de la institución de los

jurados que opera en los países de tradición anglo-sajona, como ya se

advirtió antes, no existe la obligación de dar razones acerca de su

decisión, entonces,  en el caso de definirlo, sería un estándar imposible

de controlar.

48 Morgan v. Ohio, 48 Ohio St. 371, 376 (1891). Texto original y completo: “What kind of
a reason is meant? Would a poor reason answer, or must the reason be a strong one?
Who is to judge? The definition fails to enlighten, and further explanation would seem to
be needed to relieve the test of indefiniteness. The expression is, also, calculated to
mislead. To whom is the reason to be given? The juror himself? The charge does not say
so. And jurors are not required to assign to others reasons in support of their verdict”.
NOTA: La traducción de la cita es hecha por los autores de esta monografía.
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4.2.5 “Duda Razonable” como una alta probabilidad

Se considera según la óptica de esta teoría, que creer en la culpabilidad o

inocencia de un acusado, es creer en una alta probabilidad de que esto

sea cierto. La determinación del porcentaje por encima del cual debe

oscilar esta probabilidad ha sido también objeto de debate en las esferas

académicas, sin embargo, se considera que antes de preocuparse por el

porcentaje de probabilidad, primero hay que sortear algunos obstáculos

que son innegables en esta construcción teórica.

En primer lugar, si se habla solo de una probabilidad, por muy alta que

sea, se está aceptando la derrotabilidad del sistema; aunque esta

característica ha sido ampliamente reconocida, los estándares de prueba

tienen dentro de una de sus finalidades, reducir el margen de error en las

decisiones judiciales, entonces en este caso, se estaría dejando el

concepto en una innegable contradicción conceptual.

Aparte de lo anterior, otro inconveniente se encuentra en la imposibilidad

de convertir en probabilidades matemáticas asuntos que tienen que ver

con actitudes humanas. Estas barreras son suficientemente difíciles de

superar para considerar que esta definición del estándar sea funcional.

4.2.6 “Más Allá de Toda Duda Razonable” como un estándar que no
debe ser clarificado

Esta tendencia se aplica, en un número importante de los tribunales49

estadounidenses, que conscientes acerca de la dificultad de dar una

definición del concepto de “Duda Razonable”, han empezado a considerar

que los jurados simplemente no tienen que ser instruidos acerca del

mismo.

49 “Los tribunales de 10 estados del país en este momento no brindan instrucción a los
jurados”, En: LAUDAN, Larry. ¿Is the reasonable doubt reasonable?, op. cit., 330- 332.
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Para defender esta posición, se ha dicho abiertamente que los conceptos

que conforman la expresión “Duda Razonable” son comunes y son

conocidos por el tipo de público que podría potencialmente conformar un

jurado de decisión. Por lo anterior, se determina que no es necesario que

los mismos sean instruidos acerca de su significación y alcance debido a

que estos ya tienen un conocimiento suficiente sobre su significado.

En conclusión, como se puede ver luego de conocer un poco más a fondo

la historia y la evolución del concepto y del estándar de prueba BARD

(“Beyond All Reasonable Doubt”), se encuentra que el camino que se ha

trasegado en su construcción no ha sido fácil ni corto, determinando

también que el estado actual en el que se encuentra el estándar no es

muy alentador, debido a que se empiezan a generar grandes

cuestionamientos acerca de su idoneidad, que radican, entre otros

aspectos, en la dificultad en encontrar una definición que sea funcional,

objetiva y aceptada.
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5. ANALISIS DE LAS EXPERIENCIAS CON EL ESTÁNDAR DE “MÁS
ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE” EN OTROS PAISES DEL

MUNDO

Ya se han mencionado anteriormente los problemas y polémicas que

suscita el BARD para diferentes juristas y doctrinantes del derecho

procesal; en clave del fin de este trabajo, cuál es el hacer una análisis del

uso del estándar de prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable” en el

ordenamiento procesal colombiano, es pertinente realizar un breve

examen de las especificidades, funcionamiento y experiencia frente a la

adopción del estándar BARD en algunos ordenamientos procesales de

otros países como España, Italia, Inglaterra, etc.

5.1. ITALIA

A raíz de la adopción del estándar de prueba BARD o “Más Allá de Toda

Duda Razonable”, como regla fundamental para el proceso penal, en el

ordenamiento procesal estadounidense, surgieron fuertes tendencias

hacia la aplicación de este mismo criterio en Italia50.

En este país, tradicionalmente, se decía que el proceso penal, a

diferencia del civil,  debía estar orientado a la determinación de la verdad

objetiva de los hechos (Código de Procedimiento Penal Italiano de 1930);

posteriormente y después de la entrada en vigencia de la Constitución de

1948, se comenzó a criticar el modelo procesal penal (inquisitivo), que

consagraba el fin de la “verdad objetiva”, pues se entendía que este se

vinculaba a una concepción autoritaria del sistema penal. Uno de los

50 TARUFFO, Michele, Conocimiento científico y estándares de prueba judicial, op.cit., p.
1305- 1308.
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efectos que generó esta idea, fue la exclusión, como fin fundamental del

proceso penal, de la “verdad objetiva” de los hechos, confiriéndole capital

importancia a la implementación del principio de contradicción entre las

partes y más que todo a la plena defensa del imputado.

Como efecto de esto, se derivan consecuencias para el proceso penal,

entre ellas, la consagración del principio la presunción de inocencia, que

introduce un desequilibrio estructural en la posición de las partes respecto

de la prueba penal, primando la posición del imputado, mientras que la

otra parte, la acusación, es sistemáticamente desfavorecida por la

distribución de cargas procesales. Otra consecuencia, y la más importante

dada la naturaleza del tema que se desarrolla en este trabajo, es la

adopción (obvio en el proceso penal) de un estándar de prueba muy

elevado (que como ya se dijo, en este caso sería el BARD) para la prueba

de la acusación, buscando el objetivo de que no solo la carga de la

prueba recaiga sobre quien acusa, sino que también sea difícil de

satisfacer.

Lo anterior deja al proceso penal italiano como un proceso que no se

interesa por la eliminación o reducción de errores procesales, sino que los

distribuye de tal forma que favorezcan al imputado; es entonces tolerable

absolver a un imputado culpable que condenar al imputado inocente (el

tema de distribución de los errores ya fue discutido en apartes anteriores);

esto como ya se dijo antes, corresponde a una elección política y moral,

que respecto del aspecto probatorio del proceso judicial, toma el sistema

procesal penal italiano51.

Asunto distinto (como en casi todos los países), como lo indica Taruffo52,

cuando se analiza el proceso civil italiano, ya que la doctrina tradicional de

dicho país entendía que el fin de tal proceso  nunca sería la búsqueda de

la verdad, pues todo lo que involucraba este, se consideraba cosa de las

partes, es decir, una simple resolución de controversias respecto de dos

51 TARUFFO, Michele, Tres observaciones a “porque un estándar de prueba subjetivo y
ambiguo no es un estándar”, op. cit., p. 116.
52 TARUFFO, Michele, Ibíd., p. 118.
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particulares. Sin  embargo, la reciente concepción acerca de que la

decisión en un proceso civil debe ser una decisión “justa”, ha ocasionado

que esta idea se transforme, primando la búsqueda de la verdad respecto

del proceso civil, (este tema también fue abordado anteriormente en este

trabajo) ya que solo a partir del establecimiento de la verdad se podría

llegar a una decisión justa, esto incluye entonces, que en el proceso se

permitan todas las formas de prueba que permitan llegar a esta

verdad(principio de libertad probatoria).

El proceso civil no posee en principio un desequilibrio procesal, como si lo

ostenta el proceso penal, sino que por el contrario, la distribución de los

errores procesales deberá beneficiar a las dos partes por igual, además

que no se podrá exigir en este ámbito, un estándar de prueba muy

elevado (aparte de las reservas que se exponen este trabajo en las que

se cuestiona el carácter “elevado” de este estándar)53 para ninguna de las

partes.

Es por esto que en el proceso civil no se hace uso del estándar de prueba

BARD, sino del estándar de la “Probabilidad Prevalente”, que por razones

ya explicadas, se adecúa mejor a la consecución de los fines del proceso

civil.

El proceso judicial italiano es un ejemplo de que los estándares de prueba

(y sobre todo el BARD), como decisión ético - política de un sistema

procesal, dependen de factores como la estructura del proceso en

concreto, los fines del sistema, los valores y la regulación de cargas

probatorias al interior del sistema. La anterior experiencia  representa un

53 “Es más, si se pidiera al actor la demostración de los hechos que fundan su demanda
con un grado excesivamente elevado de prueba, se podría objetar probablemente su
inconstitucionalidad: el artículo 24, parágrafo primero, de la Constitución Italiana
garantiza la posibilidad de hacer valer en juicio los propios derechos, pero si esta
posibilidad se vinculase a un estándar de prueba particularmente elevado, ello
conllevaría una excesiva dificultad, para quien actúa en juicio, de fundamentar la
demanda. Si además se exigiera al actor probar los hechos que ha alegado con un grado
más elevado del que se le exigiera al demandado, nos encontraríamos frente a una
disparidad de trato contraria al principio de igualdad de las partes”. En: 53 TARUFFO,
Michele, Tres observaciones a “porque un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es
un estándar”, op. cit., p. 119.
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acercamiento a la forma de adopción de los estándares de prueba en la

gran mayoría de países pertenecientes a la tradición jurídica del Civil Law.

5.2 ESPAÑA

Jordi Ferrer señala que en países como España,  que siguen la tradición

jurídica del Civil Law y que adoptan algunos elementos del Common Law,

se hace recurrente el uso de estándares probatorios para el proceso

penal como el de la “Intima Convicción” y el BARD (“Beyond All

Reasonable Doubt”) o “Más Allá de Toda Duda Razonable”. Para él,

ambas figuras comparten una extraordinaria vaguedad y el recurso a las

creencias de quien decide como elementos justificantes, es decir, son

estándares subjetivos que ni siquiera deberían llamarse “estándares”54.

Para ejemplificar dicha vaguedad de este tipo de estándares y en especial

el BARD en el proceso penal en el mencionado país, pues en España ni

la ley ni la jurisprudencia  hace referencia relevante alguna a un grado de

prueba necesario en el ámbito civil (aunque implícitamente reconocen la

aplicación de un estándar de prueba menos rígido que en el proceso

penal)55, Ferrer hace un análisis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal

Española, señalando los supuestos estándares de prueba que pueden

estar establecidos en las normas:

a) En este país, para decretar la prisión provisional, es

necesario que aparezcan en la causa, “motivos bastantes

54 FERRER BELTRÁN, Jordi, Los estándares de prueba en el proceso penal español,
op. cit., p. 2.
55 DE PAUL VELASCO, J. M., “Instrucciones al Jurado. Observaciones prácticas con
alguna incursión teórica”, en Problemas del juicio oral con Jurado, Manuales de
Formación Continuada, CGPJ, Madrid, 1999, p. 255., cita en FERNANDEZ López,
Mercedes, La valoración de pruebas personales y el estándar de la duda razonable, op.
cit., p. 1.
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para creer” responsable criminalmente del delito a la

persona56.

b) Respecto a la figura del sobreseimiento (resolución

judicial que suspende un proceso) libre, este se limitará

frente a los sindicados que “aparezcan indudablemente

exentos de responsabilidad criminal”.

c) Procede el sobreseimiento provisional cuando “no haya

motivos suficientes” para acusar a las determinadas

personas.

d) El juez de instrucción acordará la apertura del juicio oral,

en el procedimiento abreviado, salvo “si no existen

indicios racionales de criminalidad contra el acusado”.

e) El tribunal dictara sentencia, entre otros elementos,

cuando “aprecie según su conciencia las pruebas

practicadas” en el juicio.

f) Uno de los fundamentos del recurso de apelación señala

que este procede cuando, atendida la prueba practicada

en juicio, “esta carece de toda base razonable” para la

condena impuesta.

Algunas observaciones que se pueden realizar, luego de  los enunciados

anteriores son por ejemplo, que el ordenamiento procesal penal español

posee una estructura profundamente confusa en materia de estándares

probatorios, al parecer sin pretender identificar alguno. Por un lado, en

algunos artículos, parece acoger el estándar de prueba de la Inferencia

Razonable (como en la apertura del juicio oral en el procedimiento

abreviado), en otros parece optar por el estándar probatorio de la

“Probabilidad Prevalente” (para decretar la prisión provisional y el

sobreseimiento provisional), mientras que en otros parece favorecer sin

56 Ley de Enjuiciamiento Criminal, Artículo 503, Numeral 3, Artículo 640 y 641, Artículo
790 Numeral 6, Artículo 741 Numeral 1, Artículo 846. España.
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reparo alguno la “Intima Convicción” del Juez, cual es el caso de la

sentencia.

Por el otro lado, en algunos apartes parece acoger el estándar de prueba

BARD, como en el caso de los fundamentos para la apelación y en el

sobreseimiento libre, aún así, es discutible que las expresiones usadas en

estas normas representen una verdadera adopción del estándar de

prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable”. Ni siquiera se puede

asegurar que la redacción de esta norma se halla hecho con la mínima

idea de lo que involucra o exige este estándar (si es que existe un

consenso respecto a este).

Jordi Ferrer considera que en este caso,  ni siquiera puede considerarse

que se formuló estándar alguno, mucho menos el de “Más Allá de Toda

Duda Razonable”. Esta formulación de estándares de prueba de carácter

tan extraordinariamente vago, permite que sea incontrolable la corrección,

en materia de hechos, de cualquier decisión que se adopte ya que no se

podrá  evaluar si en esta se ha superado el umbral mínimo de

corroboración de la hipótesis enjuiciada.

Esta cuestión ha sido respaldada por la jurisprudencia, que sostiene una

posición marcadamente subjetivista de los estándares de prueba57. Todo

parece indicar que, aunque en España se acoge un concepto como, o al

menos cercano al BARD, para ciertos casos como el sobreseimiento libre

y la formulación de la sentencia (si se infiere que si es un motivo para

apelar, deberá correlativamente ser un requisito para fallar), es decir, para

declarar probado un hecho58; la formulación de los estándares en este

ordenamiento procesal es tan abstracta y ambigua, que estos pueden

57 FERRER BELTRÁN, Jordi, Los estándares de prueba en el proceso penal español,
op. cit., p. 3.
58 “El Jurado ha de considerar si está racionalmente convencido de que los hechos
desfavorables atribuidos han sucedido en la realidad. Siempre es posible alguna duda.
Pero solamente se considerará que éstas anulan aquel convencimiento cuando sean
razonables. Es decir, cuando la consideración de que aquellos hechos no han ocurrido
se muestre como algo razonable. En este caso, aunque se esté más convencido de la
verdad de la acusación que de la alternativa razonable, deberá considerar el hecho como
no probado. Cuando la duda sobre la verdad no sea razonable, aun teniéndola, deberá
declarar el hecho probado (...)”. Cita tomada de  DE PAUL VELASCO, J. M.,
“Instrucciones al Jurado...”, op. cit., p. 254.
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encajar en cualquier EdP conocido, e inclusive, en una visión más radical,

no ser considerados como estándares de prueba en absoluto.

Otros autores como Juan Igartúa Salaverría aseguran que el estándar de

prueba del BARD no existe en España y que implantarlo generaría

muchos beneficios para el proceso penal español. Igartúa es radical en

sus afirmaciones, pues indica que en España no existe un estándar de

prueba en el proceso penal sino que se hace un uso extensivo del

principio del In Dubio Pro Reo como un sistema de prueba, siendo este,

objeto de toda clase de interpretaciones subjetivistas.

Es por esta razón que considera que dada la tradición jurídica del Civil

Law (un solo juez, formado y justificador de sus decisiones) que ostenta

España, el estándar BARD puede utilizarse de una forma más objetiva a

como se adopta en Estados Unidos y demás países del Common Law,

eso sí, si se dispone de un blindaje o de controles para no permitir que el

mismo sea usado subjetivamente como en Norteamérica59.  Aún así,

advierte que su país no está cerca de adoptar este estándar pues lo

consideran extraño, como si fuera una pieza jurídica exclusiva del

derecho anglosajón que no les interesa.

5.3 INGLATERRA

En el mismo texto de Laudan, se señala que el actual estándar de prueba

del sistema procesal inglés no se diferencia mucho del de Estados

Unidos, manteniendo la noción utilizada anteriormente por los

norteamericanos,  que definía el concepto en términos de “Confianza

Subjetiva”.

Aún así, esto podría llamarse “la realidad actual” del estándar de prueba

en Inglaterra, ya que, oficialmente, el estándar que es utilizado en los

59 IGARTÚA SALAVERRÍA, Juan, Prolongaciones a partir de Laudan, op.cit., pp. 143-
145.
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países anglosajones es el de la prueba  “Más Allá de Toda Duda

Razonable”, dejando en un segundo plano, al conocido como “Alta

Confianza”, sin embargo, el estándar BARD ha cambiado más allá de lo

reconocible desde su creación hace dos siglos60.Tanto es así, que en el

mencionado país se ha abandonado la antigua práctica de que los jueces

den instrucciones al jurado acerca de la naturaleza de la “Duda

Razonable”, en vez de eso, solo indican al jurado que un veredicto de

condena requiere “seguridad” en la culpabilidad del acusado. En

Inglaterra llegaron a esta conclusión porque los grandes teóricos y

doctrinantes del proceso concluyeron que el concepto “Duda Razonable”

no podía ser definido ni entendido de manera uniforme y mucho menos

aplicado consistentemente61.

En la actualidad del sistema  Inglés, se observa el reciente abandono del

reclamo para que los jurados utilicen el estándar BARD y su reemplazo de

manera oficial por el uso de un concepto que involucra la “firme

convicción” del jurado (mismo caso en Estados Unidos); este cambio no

se ve tanto en la práctica, sino que es un reconocimiento explícito de lo

que la práctica existente ha llegado a ser62. Es por esta razón, que

Laudan lamenta el estado de la discusión contemporánea de la prueba

“Más Allá de Toda Duda Razonable” entre los anglosajones.

5.4 ESTADOS UNIDOS

En la práctica actual de los Estados Unidos y de otros sistemas del

Common Law, el estándar de prueba BARD (Beyond All Reasonable

Doubt) o “Más Allá de Toda Duda Razonable”, está completamente

60 LAUDAN, Larry, Porque un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar, op. cit., p. 99.
61 LAUDAN, Larry. ¿Is Reasonable Doubt Reasonable?, op. cit. p. 297.
62 LAUDAN, Larry, Porque un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar, op. cit., p. 100.
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indefinido o definido de una manera tan imprecisa que resulta

completamente inútil63.

El estándar de prueba norteamericano actual, en un juicio penal, es

simple y exclusivamente la convicción firme de culpabilidad. El sistema

procesal americano no le brinda al jurado estándares de prueba neutrales

y objetivos, sino que por el contrario, establece que es la intensidad de su

confianza subjetiva en la culpabilidad la que determinará si se ha de

condenar o absolver al acusado.

Además como ya se vio antes, el sistema procesal americano no

establece aspectos, controles o estructuras de ningún tipo para señalar al

jurado como llegar a ese nivel subjetivo de confianza. Es decir, la prueba

de los hechos queda, absolutamente, al arbitrio de la subjetividad del

jurado, siendo la prueba mayor de la acusación por un crimen, el nivel en

que se vio persuadido el jurado.

Laudan comenta que hasta el año de 1954, en Norteamérica habían

diseñado una instrucción oficial para el jurado, en los casos que

implicaban pruebas circunstanciales, donde se indicaba por ejemplo, que

el hallazgo de culpabilidad respecto de la comisión de un delito, no podía

basarse en este tipo de pruebas a menos que estas cumplieran con dos

requisitos: el primero, que fueran coherentes con la teoría que implicaba

que el acusado era culpable y, segundo, que estas pruebas no pudieran

ser reconciliadas con alguna otra conclusión racional64. En ese entonces,

se tenía que cumplir con los dos requisitos, pues en caso de que se diera

solo uno de ellos, la consecuencia debía ser la absolución del acusado.

No obstante las críticas y objeciones de las que pueda ser objeto esta

estructura de estándar de prueba, es un acercamiento a la teoría de

Laudan de los estándares de prueba objetivos, estándares específicos en

los que se pueda apoyar un jurado o un juez bien sea el caso, y no

63 LAUDAN, Larry. ¿Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar?, op. cit., p. 100.
64 CALJIC 2.01. Cita en: 64 LAUDAN, Larry. ¿Por qué un estándar de prueba subjetivo y
ambiguo no es un estándar?, op. cit., p.106.
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depender de la subjetividad caprichosa de quien toma las decisiones para

confirmar la hipótesis de los hechos en un caso específico. Aclárese que

en 1954, el Tribunal Supremo de los Estados Unidos rechazó esta

instrucción, indicando que solo la firme convicción del jurado en la

culpabilidad del acusado era la condición sine qua non para una sentencia

de culpabilidad65.

En la actualidad, en muchas jurisdicciones de Estados Unidos se

considera fundamento para una revocación automática de la condena que

el juez haya ofrecido al jurado una instrucción definiendo el concepto de

“Duda Razonable”66. En otras jurisdicciones simplemente se prohibió la

definición del BARD67.

Para Michele Taruffo el problema de lo que actualmente sucede en las

cortes norteamericanas surge de los mismos jurados, para él no es

posible en absoluto verificar si el BARD ó “Más Allá de Toda Duda

Razonable”, ó cualquier otro estándar, ha sido aplicado en un caso

concreto, por la sencilla razón de que los jurados no motivan sus

veredictos, por lo que no importa el tipo de instrucción que se les dé (así

provenga de un juez jurídica y epistemológicamente formado), cabrá

siempre la posibilidad de que el jurado no siga dichas instrucciones.

Existe el mismo problema con las definiciones del BARD que han surgido

de las sentencias de los tribunales superiores estadounidenses a las que

ya se hizo mención anteriormente, las cuales solo se pueden clasificar

como formulaciones de principio que no tienen relación directa con la

prueba de los hechos en particular y por lo tanto no generan en el jurado

mayor conocimiento del estándar. Taruffo también indica que el hecho de

que los jurados estadounidenses estén compuestos por grupos de

65 Holland v. US, 348 US 121 (1954). La Corte opinó que la instrucción para las pruebas
circunstanciales era confusa e incorrecta. ID., at 139- 140. Cita en: LAUDAN, Larry,
Ibím., p. 106.
66 LAUDAN, Larry, Una breve replica. En: Revista Doxa, Cuadernos de Filosofía del
Derecho. Vol. 28, México: 2005, p.  154.

67 DIAMOND, Henry A., “Reasonable doubt: to define or not to define”, defining
reasonable doubt En: Columbia Law Review. Vol. 90, (1990); p. 1719.
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ciudadanos carentes de formación filosófica, epistemológica y sobretodo

jurídica, influye en que no comprendan el estándar BARD; indica que si se

implantara un estándar como este en países de la tradición del Civil Law

como Italia, Francia o Alemania, tendría un diferente funcionamiento

debido a que estos sistemas gozan de un solo juez aplicando el estándar

(no un jurado), formado jurídicamente y además con el deber de motivar o

justificar sus decisiones por lo que allí se comprobaría si se aplicó o no el

estándar68. Laudan niega estas críticas, pues bajo su punto de vista, el

BARD es tan problemático que ni siquiera un juez altamente formado

podría ni entender o definir el BARD ni justificar su aplicación69.

68 TARUFFO, Michele. Tres observaciones a “Porque un estándar de prueba subjetivo y
ambiguo no es un estándar”, op. cit., p. 122.
69 Esta respuesta a Taruffo se puede encontrar en: LAUDAN, Larry, Una breve replica,
op. cit., p. 151- 155.
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6. JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA EN COLOMBIA SOBRE EL
ESTÁNDAR DE PRUEBA “MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE”

O BARD “BEYOND ALL REASONABLE DOUBT”

Lo que la jurisprudencia y doctrina colombiana ha aportado acerca del

tema de estándares de prueba y en especial, el estándar “Más Allá de

Toda Duda Razonable”, ha sido muy poco. El interés en Colombia por

desarrollar una teoría jurisprudencial sobre estándares de prueba es

precario y da cuenta, como ya  se dijo anteriormente, de lo nuevo e

inexplorado del tema.

En el país, en el ámbito procesal penal, como se verá más adelante, se

ha acogido un estándar de prueba (sin que acá se reflexione mucho sobre

los estándares probatorios) que, pudiera en principio identificarse  como el

estándar BARD o estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable”, pero que

en realidad, no es una representación del mismo, e incluso, podría

llegarse a decir que no representa un EdP alguno; esta idea será

abordada con más profundidad en reflexiones posteriores.

El problema del ordenamiento procesal colombiano permanece siendo el

mismo de los demás países que acogen un estándar de prueba BARD o

uno similar: No definen el concepto de “Duda Razonable” (en palabras de

Laudan, hacen de su significado algo auto-evidente70), no estructuran ni

esquematizan el estándar y por último, el uso de este EdP solo sirve de

excusa para respaldar una decisión, por entero, subjetiva del juez. Y es

que, si en los países de tradición jurídica del Common Law, donde el

estándar “Beyond All Reasonable Doubt” fue creado y adoptado

inicialmente, no han realizado mayores avances respecto de la aplicación

racional y estricta de este estándar (y en algunos ya lo han

abandonado71), que es posible esperar aquí, donde ni siquiera es posible

70 LAUDAN, Larry, Porque un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un
estándar, op. cit. p. 100.
71 LAUDAN, Larry, Una breve replica, op. cit., p. 154.



63

clasificarlo en términos de estándar probatorio (si se tiene en cuenta,

como ya se determinó antes, que para que exista un EdP se necesita

como mínimo que se consideren los criterios de distribución de errores

frente al sistema judicial y grado de certeza y cómo llegar a él) ; mucho

menos se podrá esperar que se llegue a una etapa de creación de un

estándar de prueba objetivo y estructurado.

Para dar cuenta de las anteriores reflexiones, es necesario realizar un

corto análisis del tratamiento que se le ha dado, o de las reflexiones de

que ha sido objeto el estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable”.

6.1REFLEXIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

Es posible encontrar dos sentencias relativamente relevantes del estándar

de prueba BARD que apunten a una definición del mismo, la sentencia C-

578 de 2002, y la sentencia T- 554 de 2003, la expresión “duda

razonable” puede encontrarse en algunas sentencias, sin embargo, en

estas no se aborda el concepto con la intención de dejar claro cuál es su

alcance.

En la sentencia C- 578 de 2002, la Corte Constitucional realiza la revisión

de la Ley 742 de 2002, por medio de la cual se aprueba el ESTATUTO

DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL72 (el cual establece

la Corte Penal Internacional, su funcionamiento, atribuciones,

competencias, etc.). Es importante decir inicialmente, que esta decisión

del tribunal constitucional  se da históricamente antes de que el legislador

expidiera el nuevo Código de Procedimiento Penal en el cual se menciona

por primera vez el concepto de “duda razonable”.

En esta sentencia, la Corte analiza las disposiciones contenidas en el

estatuto con el objetivo de determinar si las mismas se adecúan a la

72 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Aprobado el 17 de julio de 1998
por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el
establecimiento de una corte penal internacional.
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Constitución Política de Colombia. El artículo 66 de dicho estatuto

consagra la Presunción de inocencia y en el numeral 3 de tal artículo,

determina que solo se dictara sentencia condenatoria cuando la Corte

este convencida de la culpabilidad del acusado “Más Allá de Toda Duda

Razonable”. A partir de allí, la Corte Constitucional analiza la

consagración de este EdP en el Estatuto de Roma y realiza una

comparación con el estándar de prueba colombiano (si es que se puede

hablar de la existencia de alguno)73.

En principio esta corporación señala que encuentra una diferencia en la

condición establecida para dictar sentencia condenatoria entre las

disposiciones del Estatuto y el ordenamiento  procesal penal colombiano:

mientras que en el Estatuto esta condición es la inexistencia de “Duda

Razonable” como concepto, en Colombia la condición es la certeza del

juez en el hecho punible y la responsabilidad del sindicado74 . La Corte

Constitucional trata de hacer un paralelo entre ambos estándares de

prueba, llegando a indicar que el estándar de absoluta certeza, acogido

en los países de tradición romano-germánica (error de la Corte

Constitucional, el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal anterior

no dice absoluta certeza solo certeza) -de la cual hace parte Colombia- es

más estricto que el estándar BARD; si bien indica que este último no

representa ningún inconveniente frente al ordenamiento procesal nacional

ya que en Colombia no se había establecido criterios de valoración de

conducta para el juez penal75 (Esta confusión la plantea la misma Corte).

73 Corte Constitucional, Sentencia  C- 578 del 30 de Julio de 2002, Magistrado Ponente:
Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. p. 185- 187.
74 Esta referencia es al artículo 232 de la Ley 600 de 2000, Código de Procedimiento
Penal que fue derogado por la Ley 906 de 2004 pero que aún está vigente para los
delitos cometidos antes del 1 de Enero del año 2005.
75 “…la Constitución colombiana no establece ningún criterio específico de apreciación
de la conducta por parte del juez penal, pues desde que se respeten cabalmente la
presunción de inocencia, el principio de legalidad y el de favorabilidad, el derecho a la
defensa técnica, a presentar pruebas y a controvertir las desfavorables, a impugnar las
decisiones en contra y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho (artículo 29 CP),
existe un margen de configuración permitido por la Constitución para expedir la
regulación que se considere más apropiada a los fines que se persiguen”. C- 578 de
2002, pág. 187.
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Respecto del BARD, el tribunal constitucional dice lo siguiente:

“…En materia de procedimiento penal una de las formas de probar la

culpabilidad del sindicado guarda relación con la constatación de la

ocurrencia de todos los elementos que integran la conducta punible “más

allá de cualquier duda razonable”. Se trata de un alto estándar de prueba

existente en algunos sistemas legales del common law que, sin embargo,

no supone la absoluta certeza acerca de la comisión de un crimen

(premisa que es propia del derecho penal –como el nuestro– inspirado en

la tradición jurídica continental europea), pero sí asegura que la

exposición de hechos y pruebas permitan demostrar una duda razonable a

favor del imputado. Es importante subrayar que una duda razonable no es

cualquier tipo de duda sino una duda sustentada en la razón como resultado de

un proceso de análisis y valoración que realiza el órgano judicial competente de

cara a los hechos concretos de cada caso. Dicho criterio de valoración no

supone un atentado contra los derechos del sindicado, pues se trata de un

estándar valorativo que permite tanto declarar la culpabilidad como absolver al

procesado pero exige un grado de convicción elevado y suficiente …76”

Esta corporación presentó en su momento, argumentos muy confusos,

pues aunque en principio reconoció la diferencia entre el estándar de

prueba BARD y el de “certeza de los hechos y la responsabilidad”,

después señala que la prueba “Más Allá de Toda Duda Razonable” es

compatible con el ordenamiento procesal colombiano. Hay que aclarar

que como ya se dijo anteriormente un estándar de prueba con base en la

“certeza”, es un estándar mucho más cercano a la “Intima Convicción” del

juez que al BARD (sin tener en cuenta las críticas al último). Esta

corporación trata un supuesto estándar de prueba de “certeza” y el

estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable” como si fueran

compatibles.

La otra ocasión en donde la Corte Constitucional abordó el tema del

estándar BARD de manera irregular, (de nuevo sin esforzarse en ahondar

76 Cfr., el caso de la Fiscalía vs. Delalic et. al. (Caso No. IT-96-21-T), en: Corte
Constitucional. Sentencia C-578 de 2002 pág. 186.
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en su definición, estructura o concepción en el derecho comparado)

puede encontrarse en la sentencia T- 554 de 2003. El caso que

involucraba una acción de tutela por violación del derecho a la integridad

física de una menor, contiene una inusual interpretación del EdP “Más

Allá de Toda Duda Razonable”, pues la corporación lo plantea no como

un estándar de prueba sino como un fin.

Según las consideraciones de la Corte Constitucional, los poderes

discrecionales con los que cuenta el juez para decretar y practicar

pruebas de oficio, deben ser usados para despejar cualquier “Duda

Razonable” respecto de los casos de delitos sexuales contra menores, es

decir que si existen dudas respecto al acusado estas no se deberán

resolver a favor del mismo sino que se debe profundizar en la

investigación. Esta corporación establece que en los casos de esta

naturaleza, el principio In Dubio Pro Reo, solo será aplicable en última

instancia después de una práctica exhaustiva de pruebas77. En esta

sentencia no se da ninguna definición ni se aborda  el estándar “Más Allá

de Toda Duda Razonable” como tal, pero si se ve una interpretación

extraña de este, que sería la posibilidad de decretar y practicar  pruebas

como medios para conseguir que no haya lugar a una duda razonable (no

viene al caso entrar a reprochar esta interpretación).

77 “El poder discrecional con que cuenta el funcionario judicial para decretar y practicar
pruebas de oficio necesariamente debe ser empleado para alcanzar la verdad, la justicia
y una reparación, integral al menor agredido sexualmente cuando quiera que exista una
duda razonable derivada del análisis del acervo probatorio. En tal sentido, las dudas que
tenga el funcionario judicial sobre la ocurrencia del hecho o el grado de responsabilidad
del autor o de los partícipes  no deben ser resueltas, ab initio en beneficio de éstos y en
desmedro de los derechos del menor sino que es menester, en estos casos,  profundizar
aún más en la investigación a fin de despejar cualquier duda razonable al respecto. Lo
anterior no significa que en casos de delitos sexuales cometidos contra menores le esté
vedado al funcionario judicial aplicar el principio del in dubio pro reo, sino que solamente
se puede apelar al mismo en última instancia, luego de haber adelantado una
investigación realmente exhaustiva, seria, en la cual se hayan decretado y efectivamente
practicado todas las pruebas conducentes y pertinentes para llegar a la verdad, y a pesar
de todo, subsista una duda razonable la cual debe ser resuelta a favor del sindicado. Se
insiste, sólo en estos casos es constitucionalmente válido aplicar el mencionado
principio”. En: Corte Constitucional, Sentencia T- 554 del 10 de Julio de 2003,
Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. p. 17.
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6.2REFLEXIONES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Si la jurisprudencia de la Corte Constitucional es confusa y esquiva

respecto del tema del estándar de prueba BARD o “Más Allá de Toda

Duda Razonable”, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia se

puede ubicar en una posición aún más lejana. Aunque está corporación

no es ajena al uso de la expresión “Más Allá de Toda Duda Razonable”,

no aborda en ningún momento este tema brindando una definición o

permitiendo estructurar lo que se entendería por “Duda Razonable”. Si

bien la frase en sí, es utilizada de manera ligera y arbitraria por la defensa

en muchas ocasiones, la Sala de Casación de la Corte Suprema de

Justicia no la utiliza con mayor propiedad.

En las sentencias del máximo tribunal es recurrente encontrar referencias

al estándar BARD en las citas de los mismos artículos del Código de

Procedimiento Penal78 que contienen la expresión, e incluso, la Corte la

utiliza mucho en sus consideraciones para indicar el grado de

convencimiento que debe alcanzar una hipótesis para que se llegue a una

sentencia condenatoria79, aún así, nunca estructura un estándar ni

especifica que se requiere para alcanzar este grado de certeza. En este

sentido, la Corte Suprema de Justicia, está al mismo nivel de la Corte

Constitucional frente al desarrollo de este concepto. Un ejemplo de lo

anterior se observa en la Sentencia de radicado 27477 del 6 de Marzo de

2008, cuando refiriéndose a las pruebas de referencia enuncia lo

siguiente:

78 Ley 906 de 2004. “Por medio de la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”.
79 Corte Suprema de Justicia, Sentencias de radicados 24477 del 6 de Marzo de 2008
M.P. Edgar Lombana Trujillo, 24468 del 30 de marzo de 2006 M.P. Edgar Lombana
Trujillo, 33558 del 7 de Julio de 2010 M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán, 30813 del 18 de
Marzo de 2009 M.P. Sigifredo Espinoza Pérez, 34081 del 14 de Julio de 2010 M.P. Jorge
Luis Quintero Milanés, 28789 del 5 de diciembre de 2007 M.P. Jorge Luis Quintero
Milanés, 31726 del 3 de Febrero de 2010 M.P. Julio Enrique Socha Salamanca y varias
más.



68

“…la prueba de referencia, en términos de eficacia probatoria, es para el

legislador una evidencia precaria, incapaz por sí sola, cualquiera sea su

número, de producir certeza racional sobre el delito y la responsabilidad

penal del acusado, y que para efectos de una decisión de condena,

requiere necesariamente de complementación probatoria.

La norma no tasa la clase de prueba que debe complementarla, como

sucede en otras legislaciones, por lo que ha de entenderse que puede ser

cualquier medio de prueba (testifical directa o indiciaria, por ejemplo),

siempre y cuando sea de naturaleza distinta,  y que el conjunto probatorio

conduzca al conocimiento, más allá de toda duda razonable, de la

existencia del delito y la responsabilidad del procesado”. (Negrilla fuera de

texto)

Todas las referencias al BARD por parte de la Corte Suprema de Justicia

son de este modo, es decir, haciendo referencia al tipo de conocimiento

que se debe alcanzar en el proceso para condenar, pero allí se detiene el

análisis.
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7. ESTÁNDAR “MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE” EN EL
ORDENAMIENTO PROCESAL COLOMBIANO

En Colombia, como en muchos otros países de tradición romano-

germánica, el tema de los estándares de prueba es poco elaborado y

mucho menos es objeto de curiosidad y análisis por parte del legislador o

de la jurisprudencia. Producto de esto, que en el ordenamiento procesal

colombiano (sobre todo en el penal), se utilicen aisladamente términos

como “Más Allá de Duda”, “Duda Razonable”, “En caso de duda”, “Que no

dé lugar a duda”, sin intenciones de hacer referencia los conceptos y

especificidades propias del tema de estándares de prueba.

Ahora, si estas figuras o conceptos son acogidos apresuradamente por el

legislador, carente de conciencia o responsabilidad respecto de lo que

implican, nada obsta para que estas condiciones se apliquen o se

analicen por lo que verdaderamente representan. En el caso de las

normas que contienen referencias al estándar “Más Allá de Toda Duda

Razonable”, estas deben ser utilizadas en un sentido estricto, bajo los

parámetros que este estándar exige.

Valga aclarar que este estándar probatorio es vago, ambiguo y poco

específico, pero aún así involucra un concepto estricto en lo que sea

posible, es decir, para tomar como cierta una hipótesis, el juez

colombiano debe acatar las normas que utiliza el estándar “Más Allá de

Toda Duda Razonable”, y considerar que las pruebas dan una seguridad

casi completa sobre lo que ocurrió, observando de forma meticulosa, si

las pruebas valoradas dan lugar a que no se halle una “Duda Razonable”

(llegando a acudir inclusive a los conceptos cuantitativos y cualitativo, que

se analizaron anteriormente, para determinar que se ha alcanzado dicha

certeza) .
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Así las cosas, en la Ley 906 de 2004, el nuevo Código de Procedimiento

Penal contiene las siguientes normas, que involucran de alguna manera

conceptos cercanos al estándar “Más Allá de Toda Duda Razonable”:

“Artículo 7º. Presunción de inocencia e in dubio pro reo. Toda persona se

presume inocente y debe ser tratada como tal, mientras no quede en

firme decisión judicial definitiva sobre su responsabilidad penal.

En consecuencia, corresponderá al órgano de persecución penal la carga

de la prueba acerca de la responsabilidad penal. La duda que se

presente se resolverá a favor del procesado.

En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria.

Para proferir sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la

responsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda.

Artículo 91. Suspensión y cancelación de la personería jurídica. En

cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la

Fiscalía, el juez de control de garantías ordenará a la autoridad

competente que, previo el cumplimiento de los requisitos legales

establecidos para ello, proceda a la suspensión de la personería jurídica o

al cierre temporal de los locales o establecimientos abiertos al público, de

personas jurídicas o naturales, cuando existan motivos fundados que

permitan inferir que se han dedicado total o parcialmente al desarrollo de

actividades delictivas.

Las anteriores medidas se dispondrán con carácter definitivo en la

sentencia condenatoria cuando exista convencimiento más allá de toda

duda razonable sobre las circunstancias que las originaron.

Artículo 101. Suspensión y cancelación de registros obtenidos

fraudulentamente. En cualquier momento y antes de presentarse la

acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías

dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a

registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de

propiedad fue obtenido fraudulentamente.
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En la sentencia condenatoria se ordenará la cancelación de los títulos y

registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda

duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior

medida.

Lo dispuesto en este artículo también se aplicará respecto de los títulos

valores sujetos a esta formalidad y obtenidos fraudulentamente.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas derivadas

de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante otras

autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancelación para

que se tomen las medidas correspondientes.

Artículo 372. Fines. Las pruebas tienen por fin llevar al conocimiento del

juez, más allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia

del juicio y los de la responsabilidad penal del acusado, como autor o

partícipe.

Artículo 381. Conocimiento para condenar. Para condenar se requiere el

conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y de la

responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en

el juicio.

La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse exclusivamente en

pruebas de referencia”.

No es admisible que, en artículos de la misma ley, haya diferentes

expresiones para referirse a lo que se supondría sería el estándar de

prueba acogido; como se puede ver en los artículos que parecen imponer

el estándar, existe una disparidad en las expresiones que para

mencionarlo se utilizan, esta circunstancia crea una confusión extra a la

que ya existe y se identificó anteriormente, cuando se hace la pregunta

por el concepto que se debe acoger de “Duda Razonable”.

Lo anterior, sumado a que la “adopción” del EdP no fue fruto de un

análisis racional que tuviera en cuenta los criterios necesarios para ello, ni

de un examen previo de la operancia y funcionalidad del mismo para el
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sistema procesal del país (como ya se ha hecho referencia varias veces

en este trabajo la evaluación de estos aspectos con respecto a un EdP es

necesaria para fundamentar la existencia del mismo), puede conllevar a

identificar un error más visible, y es el desconocimiento del legislador de

lo que implica el estándar de prueba BARD.

Como en los casos de España e Italia que se vieron anteriormente, el

ordenamiento procesal penal colombiano acogió el estándar “Más Allá de

Toda Duda Razonable, sin siquiera considerar lo que este estándar

implica, y no es que actualmente se haya desarrollado una teoría

estructurada sobre el estándar BARD, pues como ya se había visto,

actualmente esto no existe; pero los procesalistas y operadores jurídicos

colombianos, deben, por lo menos, indicar el valor que para efectos de la

etapa probatoria del proceso tiene dicho estándar. Es decir, por lo menos

crear o establecer algunos parámetros propios que determinen cuando,

en el proceso judicial colombiano, el juez podrá alcanzar un grado de

certeza o conocimiento más allá de toda duda razonable, y que medios

probatorios son necesarios para alcanzar este grado de certeza. Pero

actualmente, y como en muchos otros ordenamientos, el estándar BARD

solo involucra una mención al interior de las normas.
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CONCLUSIÓN

Luego de este recorrido por los tópicos más importantes que atañen al

tema de los estándares de prueba y en especial el de “Más Allá de Toda

Duda Razonable”, se puede hablar de un panorama que facilita la

determinación de los factores críticos que se identifican para el éxito o el

fracaso de esta. A continuación, se procede a señalar cuáles son dichos

factores y a definir por que se consideran críticos.

Es importante decir que la adopción el BARD o “Más Allá de Toda Duda

Razonable”, implicará desde un plano ideológico, una mayor garantía

para los acusados debido a que desde su construcción teórica básica, se

puede encontrar que este estándar es más alto que otros EdP; el “Más

Allá de Toda Duda Razonable”  exige al jurado o al juez que su certeza de

la culpabilidad sea mucho más alta que la requerida en algunos de los

estándares que fueron mencionados en anteriores capítulos, sin embargo,

como se observó, el estándar BARD, en la actualidad, está muy distante

de su planteamiento inicial.

Como se ha venido advirtiendo a lo largo de este trabajo, la historia de la

“Duda Razonable” ha estado marcada por la incertidumbre acerca de la

definición del mismo concepto que fundamenta el estándar. La idea de

“Duda Razonable” ha tratado de ser definida por los medios académicos,

la doctrina y los jueces, sin embargo, la falta de consenso acerca de la

caracterización del concepto, lo ha llevado a ser descrito, actualmente,

como una expresión vacía y falta de sentido, lo anterior dando cuenta, de

la indeterminación y falta de concreción que el mismo padece. Como se

mencionó también con anterioridad, esta dificultad en la conceptualización

ha llevado a crear soluciones tan descabelladas como la falta de

necesidad de definición del mismo.

Conociendo esta historia y los límites que fueron mencionados, es casi

obvio que surja la pregunta por la idoneidad del estándar, esta pregunta
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sin duda fue tomada a la ligera por el legislador colombiano, y superada

por el interés de intentar adoptar un modelo de sistema acusatorio traído

de Norteamérica

Al utilizar la expresión “Más Allá de Toda Duda Razonable” como

parámetro para el enjuiciamiento en litigios penales; se puede sospechar

que este “trasplante legislativo” de una idea propia del sistema Anglo-

sajón a Colombia fue realizado de forma inconsciente, debido a que no es

extraño este comportamiento en los creadores de las leyes colombianas.

Se considera que en un sistema procesal, sería más apropiado  buscar un

estándar objetivo que fuera de fácil seguimiento y control, que pugnara

fuertemente por la racionalidad de la decisión del juez. Sin embargo, y en

atención a todas las consideraciones anteriores, se encuentra que no es

pertinente imponer a los jueces una norma de decisión que tenga las

dificultades conceptuales a las que ya se ha hecho referencia, aún así, el

legislador, adopto el uso del BARD (si es que así se puede entender).

Es entonces, por todo lo anterior, realmente difícil determinar que

características debe tener un acervo probatorio en Colombia para poder

ser base de una sentencia condenatoria o absolutoria. Son dificultades de

orden conceptual y práctico que son de alta peligrosidad, sobre todo por

estar encuadradas en el ámbito del proceso penal, teniendo en cuenta la

precisión con la que se deben tratar todos los asuntos que al mismo lo

rodean, en aras de no lesionar los derechos fundamentales de los

ciudadanos que pueden ser fácilmente violentados por una sentencia

defectuosa.

Es además menester mencionar que la situación en la cual se deben

encontrar los jueces penales en Colombia es realmente difícil. Volviendo a

las bases de este trabajo, es claro que los estándares de prueba deben

ser una guía clara y objetiva que de verdad pueda contribuir a racionalizar

la decisión judicial y al parecer los elementos que se encuentran en la ley

no conducen a colmar ninguno de estos dos requerimientos.
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